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El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. El inciso 2° del artículo 219 de la 
Constitución Política quedará así:

Los miembros de la Fuerza Pública podrán ejer-
cer la función del sufragio mientras permanezcan en 
servicio activo, pero no podrán intervenir en activi-
dades o debates de partidos o movimientos políticos.

Artículo 2°. El presente acto legislativo rige a 
partir de su promulgación.

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Honorables Congresistas:
Con fundamento en el artículo 375 y 155 de la 

Constitución Política de Colombia, en concordancia 
con el artículo 223 de la Ley 5ª de 1992 y el numeral 
1 del artículo 140 de la Ley 5ª de 1992, presenta-
mos a consideración del honorable Congreso de la 
República, proyecto de acto legislativo que preten-

Constitución y se permite el ejercicio del sufragio a 
la Fuerza Pública mientras permanezcan en servicio 
activo.

INTRODUCCIÓN
A través de la historia de Colombia, ha existido 

cierto temor por la participación de los miembros 
de la Fuerza Pública en el asunto electoral, adu-
ciendo algunas razones que fueron concebidas en 
épocas pasadas. Sin embargo, ha sido la misma 
historia la que ha demostrado que esos temores 
pueden ser superados y que prueba de ello son paí-
ses como Inglaterra, Estados Unidos de América, 
España, y también países latinoamericanos como 
Perú, Chile, Argentina, Paraguay, Nicaragua, Ve-
nezuela y México, quienes ya implementaron en 
sus Constituciones este proyecto que hoy se pre-
senta ante ustedes.

dinámica política que ha surgido a partir de la Cons-
titución Política de 1991, a los tratados y convenios 

-
bia, que se han generado nuevos espacios democráti-
cos, entre los cuales encontramos: la elección popu-
lar de alcaldes y gobernadores, lo que en antaño no 
era ni siquiera considerado. Así que la participación 
a los miembros de la Fuerza Pública como electores, 
es una forma más de fortalecer los postulados demo-
cráticos de la Constitución Política de Colombia y 
que sea este el momento propicio para señalar que el 
país está en mora de reconocerles el derecho al voto 
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debe señalar que acorde con los postulados de nues-
tra Constitución, todos somos libres e iguales ante la 
ley. Por lo tanto eso incluye también a los militares.

ANTECEDENTES
Desde el surgimiento de la democracia se obser-

van apreciaciones en este sentido, Rousseau plantea 
en “El Contrato Social”, que “La ley es la expresión 
de la Voluntad General. Todos los ciudadanos han 
de participar personalmente, o por sus represen-
tantes, en su formación”<?>.

El avance a la democratización de los pueblos ha 
sido acompañado por una lucha constante de perso-
nas que se han visto en desventaja frente al sistema, 
ya que ha de decirse que inicialmente el derecho al 
voto estaba circunscrito a una pequeña élite de ciuda-
danos privilegiados<?> y en ese entonces las mayorías 
eran las excluidas, por lo tanto el carácter de univer-
1 ROUSSEAU, Jean-Jacques. .
2 http://www.registraduria.gov.co/-Historia-del-

voto-en-Colombia-.html, fecha de consulta 25 de 
septiembre 2012. “Después de concluido el proceso 
de Independencia el país tuvo la responsabilidad de 
organizarse institucionalmente. Lo primero que se debió 
considerar era a quiénes se llamarían nacionales, para 
así saber quién podía ejercer actividades electorales, 
razón por la cual, en primera instancia, los esclavos 
(que constituían una mayoría en el país) no fueron 
considerados como ciudadanos.

 En el periodo de la Patria Boba 1810-1815, para 
ser sufragante primario se debía vivir de la renta 
o del trabajo, y tener más de 21 años o estar casado. 
Eran excluidos además de los esclavos los asalariados, 
los vagos y aquellos de quienes constara que hubieran 
vendido o comprado votos en las elecciones.

 Para esta misma época, para ser elector o sufragante 

de la provincia y mayor de 20 años, para ser elegido 
representante terciario.

 Para la época de la Gran Colombia se redacta la 
Constitución de 1819 y se determina que para ser 
sufragante primario o ciudadano se debe poseer una 
propiedad raíz de $500 o tener algún grado o probación 
pública en una ciencia o arte liberal o mecánica, o gozar 
de un grado militar o de algún empleo con renta anual 
de $300. Mientras que para ser Elector o sufragante 
secundario se debía tener una propiedad de $1.000 o 
gozar de un empleo de $500 de renta anual o tener bienes 
raíces que le produzcan una renta anual de $500.

 Con la Constitución de 1821 para ser ciudadano se 
decidió que además de tener 21 años, ser casado se tenía 

comercio o industria útil, con casa o taller abierto, sin 
dependencia de otro en clase de jornalero o sirviente.

 En el año de 1843 se redactó una nueva Constitución, 
la cual, en relación con la cuestión de la ciudadanía y 
de la función electoral, le dio continuidad a la noción 
de esclavitud y declaró como ciudadanos únicamente 
a los hombres libres nacidos en el territorio, pero tan 
sólo concedió el derecho a participar en los procesos 
electorales a aquellos hombres libres mayores de 21 
años que fuesen dueños de bienes raíces localizados 
en el territorio y cuyo valor fuese de $300 o que 
tuviesen una renta anual de $150 y haber pagado 
impuestos.

 Para ser Elector debía ser alfabeta y mayor de 25 años o 
ser casado y ser vecino del cantón.

 Hasta 1853 tan sólo el 5% de los hombres ejercía 
el derecho al voto, el otro 95% no participaba del sufragio 
por razones culturales, económicas o de ciudadanía.

 Con la Constitución de 1853 surgen varios cambios 
importantes: se abolió la esclavitud en el territorio 
nacional y se declaran ciudadanos y con derecho al voto a 
todos los hombres nacidos en el territorio que estuvieran 
casados y que contaran con la mayoría de edad.

sal era un mito. Después se fue ampliando el derecho 
al voto a las mujeres, pero este solo se dio mucho 
tiempo después tal como lo registra Mario Aguile-
ra Peña, en la Edición de la Biblioteca virtual del 

que algunos Estados aprobaron el voto femenino en 
otros países, aun en el siglo XIX, tales como Kansas 
(1838) o Wyoming (1869), hasta su consagración en 
la enmienda decimonona a la Constitución Ameri-
cana adoptada en 1920. En Europa, los primeros en 
aprobar el sufragio femenino fueron Austria y Ale-
mania, en 1848 y Suecia, en 1866. En América La-
tina, en el siglo XX. El primer país latinoamericano 
en aprobar el voto femenino fue Ecuador, en 1929, 
luego lo consagraron Chile (1931), Uruguay (1932), 
Brasil (1943), Cuba (1943), Bolivia (1938), El Salva-
dor (1939), Panamá (1941), Guatemala (1946), Ve-
nezuela (1946), Argentina (1947) y México (1947), 
y en Colombia solo se dio hasta 1957 anticipándose 
apenas a cuatro países del área<?>. En ese momento la 
discusión se centraba en que si se le permitía votar 

por su marido; pero luego de dar una lucha constan-
echo a favor de la 

mujer<?>, quedando demostrado que la mujer no so-
lamente podía tener independencia al momento de 
votar, sino que como se puede demostrar, la mujer ha 
sido una de las más activistas en los últimos tiempos 
de la democracia.

MARCO LEGAL

de 1969, El Pacto Internacional de 
, previa aprobación por el Congreso de la 

 En esta Constitución se implanta la votación popular para 
los cargos públicos de mayor importancia y se instaura 
el voto directo y secreto para elegir al Presidente y al 
Vicepresidente de la República, a los Magistrados de la 
Corte Suprema de Justicia, al Procurador General de la 
Nación, a los Gobernadores, Senadores y Representantes.

 Como resultado de estas reformas, el proceso electoral 
se amplió, de tal suerte que, en el año de 1856, hubo por 
primera vez en el país una elección de Presidente de la 
República por medio del sufragio universal. El vencedor 
en estas elecciones fue el conservador Mariano Ospina 
Rodríguez.

 Hacia el año de 1858 se promulgó una nueva Constitución 
con la participación de liberales y conservadores, en 
la cual se mantenía el derecho al sufragio universal 
para todos los ciudadanos, los cuales eran los hombres 
nacidos en el territorio nacional que tuviesen más de 21 
años y que estuviesen o hubiesen estado casados.

 En 1863 se redactó una nueva Constitución en la que 

proceso electoral, sino que le daba libertad a cada Estado 
federal para establecer sus leyes, las cuales, en muchos 
casos, concedían el derecho del sufragio universal 
únicamente a aquellos hombres que pudiesen demostrar 
que eran alfabetas”.

3 Por primera vez, la mujer tuvo derecho a votar en 
1853. 150 años de la constitución de la provincia 
de Vélez http://www.banrepcultural.org/blaavirtual/
revistas/credencial/julio2003/inedito.htm, fecha de 
consulta, 25 de septiembre 2012.

4 Ibídem, “(
del-voto-en-Colombia-.html) “Durante el Gobierno de 
Gustavo Rojas Pinilla no se realizaron elecciones, sino 
hasta el plebiscito del año 1957, en donde las mujeres, por 
primera vez en Colombia, obtienen derechos electorales; 
así, el derecho al sufragio cobijó a todos los hombres y 
mujeres mayores de veintiún años. El Acto Legislativo 
No. 1 de 1975 dispuso que “son ciudadanos los 
colombianos mayores de 18 años”.
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República, mediante Ley 74 de 1968<?>, el cual esta-
blece en su parte II en los artículos 1° y 2° que:

a garantizar a todos 
los individuos que se encuentren en su territorio y es-
tén sujetos a su jurisdicción los derechos reconocidos 
en el presente Pacto, sin distinción alguna

o cualquier otra condición social.

para hacer 
efectivos los derechos reconocidos en el presente 
Pacto y que no estuviesen ya garantizados por dis-
posiciones legislativas o de otro carácter

(Subrayado y negrita por fuera del texto).
De acuerdo con el anterior enunciado, queda claro 

los Derechos Civiles y Políticos, por Colombia entra 
a ser parte del Famoso BLOQUE DE CONSTITU-
CIONALIDAD, por tanto al hacer esta propuesta, 
solamente se está pidiendo que se dé cumplimiento 
de esa ley, al preámbulo de la Constitución el cual 
es vinculante y a otros articulados constitucionales, 
como el artículo 13 derecho a la igualdad el cual de-
manda que sea no solo una igualdad formal sino que 
sea una igualdad material, el 16 de libre desarrollo 
de la personalidad, y a otros tantos que por el efecto 
irradiador se pueden ver afectados, por lo tanto se 
deben realizar este tipo de proyectos con el ánimo de 
garantizar los principios sobre los cuales está asenta-
da nuestra Constitución, la cual está a la vanguardia 
de todas las constituciones de los Estados sociales y 
Democráticos de Derecho como es el nuestro.

De igual forma, ha de recordarse que uno de los 
grandes logros de la humanidad fue la conquista de los 
derechos humanos, gracias a ello la dignidad de las per-
sonas fue reconocida y por lo tanto se hizo exigible.

El Senador por el Partido Socialista Francés, Lau-
rent Fabius. Citado en el Proyecto de ley 101 de 2006 
Cámara, el cual plantea que “

. Y por su 
parte, el Doctrinante latinoamericano, el doctor Da-
niel Zobatto, en el ensayo los derechos políticos y los 
Derechos Humanos en América Latina señala que:

-
-

constituir una 
relación entre el ciudadano y el Estado -

-

5 h t t p : / / c c p r c e n t r e . o r g / d o c / H R C / C o l o m b i a /
CCPR.C.COL.6.pdf, fecha de consulta 25 de septiembre 
de 2012

derechos políticos perte-
necen, junto a los derechos civiles, a los llamados 
derechos de la primera generación o derechos de 
la libertad -

-

posibili-
tan al ciudadano participar en los asuntos públicos 
y en la estructuración política de la comunidad de 
que forma parte (García 1993).

(…)

los derechos políticos se dirigen a los ciudadanos 
para posibilitarles participar en la expresión de la 
soberanía nacional, como por ejemplo, el derecho de 
sufragio activo y pasivo en las elecciones. (…)

(Subrayado y negrita por fuera del texto).
En el mundo actual se ha entendido que la parti-

cipación de los ciudadanos se debe dar sin importar 
ninguna condición social, es tanto así que algunos 
países como Inglaterra, Estados Unidos de Améri-
ca, España, y también países latinoamericanos como 
Perú, Chile, Argentina, Paraguay, Nicaragua, Vene-
zuela, México, han superado con gran facilidad los 
temores de la subordinación o del temor hacia los 
superiores y han avanzado a democratizar todas las 
esferas del Estado. Como se puede ver, este tema, 
no es novedoso pues estos países han entendido que 
el espíritu de la norma es que los miembros de las 
fuerzas armadas puedan ejercer su derecho al 
voto, más no participar en política.

La experiencia en Chile se estableció inicialmente 

la tropa, incluidos los conscriptos, desde la Constitu-
ción de 1980. Obviamente están severamente prohi-
bidos realizar proselitismo político o campañas elec-
torales, dentro y fuera de los cuarteles.

Por ejemplo: En los Estados Unidos, los militares 
el día de las elecciones se llevan los equipos de vo-
tación a cada una de sus unidades. Pero no pueden 
opinar sobre política. No obstante, los militares en 
servicio activo, pueden hacer peticiones respetuosas 
a los Senadores de su Estado respectivo en asuntos 
del servicio y el legislador puede intervenir directa-
mente ante los superiores del militar peticionario, sin 
que ello se constituya en falta disciplinaria o mucho 
menos delito militar.

De igual forma, en España, está prohibido que los 
militares ingresen al lugar de votación uniformados.

En Perú: según la Ley 28480 del 30 de marzo 
2005 en su artículo segundo señala que: “ -

-

-
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-

Artículo tercero.

-
-

Las experiencias en cada uno de los países es di-
versa, pero positiva. Lo ideal es adoptar las medidas 
y recomendaciones necesarias para garantizar una 
efectiva participación de las fuerzas armadas.

Por su parte la Corte Constitucional ha señalado 
según Sentencia número T-363/95 con respecto a la 
obediencia debida que:

(…)
SERVICIO MILITAR/OBEDIENCIA DEBIDA

y que solamente en casos 
de palmaria, evidente e indudable transgresión de 
los límites constitucionales, mediante órdenes que 
afecten de modo directo los derechos humanos, es 
permisible al inferior acogerse a los dictados de su 
conciencia para hacer que en el caso concreto pre-
valezcan la Constitución y el respeto a la dignidad 
humana. Es decir, el inferior no está obligado a la 
obediencia ciega (…)

Acorde con lo anterior, ha de señalarse que en el 
evento que llegue haber una orden hacia el subalterno 
para que vote por algún candidato el superior, el mili-
tar no estaría obligado a cumplir esa orden y haciendo 
uso de su conciencia y sus convicciones, podría ejer-
cer libremente el voto. Además se debe señalar que los 
militares acudirían a las mesas de votación que hayan 
sido instaladas para los demás ciudadanos. Y que la 
Constitución y las leyes tanto penales como discipli-
narias sancionan ese tipo de conductas. Dadas las ca-
racterísticas del voto, entre ellas que es: “El voto es 
universal

-
El voto es libre

-
El voto 

es individual y personal

-

El voto es 
secreto.

-

r -
c ”<?>.

Si el total del censo electoral en Colombia es de 
31.147.177 ciudadanos, según cifras de la Registra-
duría General de la Nación con fecha de miércoles 
21 de marzo de 2012,<?> y el número de integrantes 
de la Fuerza Pública en servicio activo son aproxi-
madamente 700.000 que quedarían aptos para votar, 

mínima respecto de la sociedad civil, por lo tanto la 
incidencia sería reducida y la supuesta inseguridad 
a la que se vería expuesta la Nación es totalmente 
inexistente.

Por las razones anteriormente expuestas, insta-
mos al Congreso de la República para que abra paso 
al derecho al sufragio por parte de los miembros de 
la Fuerza Pública, ya que Colombia es un Estado So-
cial y Democrático de derecho, en el cual se participa 
de distintas formas, tanto con la votación en las ur-
nas, como con la abstinencia, pues en todo caso, el 
voto sigue siendo facultativo.

Por lo que de manera respetuosa, solicitamos a los 
honorables Congresistas, dar trámite a este proyecto 
de acto legislativo en razón a seguir protegiendo los 
derechos de TODOS los ciudadanos colombianos.

Respetuosamente;

 

 
SENADO DE LA REPÚBLICA

SECRETARÍA GENERAL
Tramitación de Leyes

Bogotá, D. C., 8 de abril de 2013
Señor Presidente:

Proyecto 
de Acto Legislativo número 22 de 2013 Senado, 

6 http://blogjus.wordpress.com/2007/04/01/el-derecho-al-
voto/

7 http://www.registraduria.gov.co/Un-total-de-31-147-
177-ciudadanos.html
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-
 me permito pasar a su despacho el expediente 

de la mencionada iniciativa que fue presentada en el 
día de hoy ante Secretaría General por los Senado-
res Édgar Espíndola Niño, Manuel Virgüez, Hemel 
Hurtado, Nerthik Mauricio Aguilar, Gabriel Zapata 
Correa, Samuel Arrieta Buelvas, Doris Vega, Car-
los Barriga, Alexandra Moreno Piraquive, Camilo 
Sánchez. La materia de que trata el mencionado pro-
yecto de ley es competencia de la Comisión Primera 
Constitucional Permanente, de conformidad con las 
disposiciones reglamentarias y de ley.

El Secretario General,

PRESIDENCIA DEL HONORABLE  
SENADO DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 8 de abril de 2013
De conformidad con el informe de Secretaría Ge-

neral, dese por repartido el proyecto de ley de la re-
ferencia a la Comisión Primera Constitucional y en-
víese copia del mismo a la Imprenta Nacional con el 

Gaceta del Congreso.
Cúmplase.
Presidente del honorable Senado de la República,

El Secretario General del honorable Senado de la 
República,

.

P R O Y E C T O S   D E   L E Y

 PROYECTO DE LEY NÚMERO 229 DE 2013 
SENADO

El Congreso de la República
DECRETA:

Artículo 1°. El artículo 1° de la Ley 856 del 2003 
quedará así:

 

Artículo 7°. Monto de la contraprestación. Pe-

planes de expansión portuaria, la metodología para 
calcular el valor de las contraprestaciones que de-
ben pagar quienes obtengan una concesión o licencia 
portuaria, por concepto del uso y goce temporal y 
exclusivo de las zonas de uso público y por concepto 
del uso de la infraestructura allí existente.

Las contraprestaciones por el uso y goce temporal 
y exclusivo de las zonas de uso público las recibirá 
la Nación a través del Instituto Nacional de Vías, In-
vías, o quien haga sus veces, incorporándose a los 
ingresos propios de dicha entidad, y los municipios 
o distritos donde opere el puerto. La proporción será: 
de un cuarenta por ciento (40%) a la entidad Nacio-
nal, y un sesenta por ciento (60%) a los municipios o 
distritos, que los destinarán a inversión social o para 
obras que complementen la competitividad portua-
ria. Las contraprestaciones por el uso de la infraes-
tructura las recibirá el municipio o distrito en un se-
senta por ciento (60%) para obras de infraestructura 
o inversión social y el Gobierno Nacional a través 
del Instituto Nacional de Vías, Invías o quien haga 
sus veces recibirá el otro cuarenta por ciento (40%).

Parágrafo 1°. La contraprestación que reciba la 
Nación por concepto de zonas de uso público e in-
fraestructura a través del Instituto Nacional de Vías, 
Invías, o quien haga sus veces, se destinará especial-
mente a la ejecución de obras y mantenimiento para 
la protección de la zona costera, dragado de manteni-
miento y/o profundización, construcción y/o mante-
nimiento de estructuras hidráulicas de los canales de 
acceso a todos los puertos a cargo de la Nación, para 
el diseño, construcción, ampliación, rehabilitación y 
mantenimiento de las vías de acceso terrestre, férrea, 

-
to o municipio portuario y a las obras de mitigación 

como terrestre.
Parágrafo 2°. El canal de acceso del Puerto de 

Barranquilla y sus obras complementarias estarán a 
cargo de la Nación, para lo cual podrán destinar los 

-
juicio de que otras entidades incluida Cormagdale-

necesarias.
Parágrafo 3°. El Canal de acceso al puerto de Car-

tagena, incluido el Canal del Dique, podrá invertir la 
contraprestación que reciba la Nación por concepto 
de zonas de uso público e infraestructuras en obras 
complementarias y de mitigación del impacto am-
biental, de acuerdo con lo previsto en el parágrafo 
primero del presente artículo.

Parágrafo 4°. El Distrito Portuario, Biodiverso, 
Industrial y Ecoturístico de Buenaventura, a partir 
de la sanción de la presente ley destinará el cincuen-
ta por ciento 50% de lo recaudado por concepto de 
contraprestación por uso de playas, bajamar y con-
traprestación por el uso de la infraestructura para la 
construcción del  hasta 
que se construya la obra en Buenaventura. Para este 

-
des privadas para la construcción, manejo y adminis-
tración de la citada obra.

En el caso de San Andrés la contraprestación del 
sesenta por ciento (60%) por el uso y goce temporal 
y exclusivo de las zonas de uso público se pagará al 
departamento por no existir municipio en dicha isla.

Artículo 2°. La actividad pesquera desarrollada en 
muelles y embarcaderos es marítima y no portuaria.

Artículo 3°. La participación accionaria que tie-
ne el Gobierno Nacional a través de los Ministerios, 
y demás instituciones, en las Sociedades Portuarias 
Regionales serán cedidas gratuitamente a los mu-
nicipios y distritos donde estén funcionando estas 
sociedades sin más trámites que los necesarios para 
hacer la cesión.

Parágrafo. El municipio o distrito invertirá los 
recursos recibidos por los dividendos o los rendi-

-
nes, programas y proyectos sociales o en obras de 
infraestructura.
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Artículo 4°. La presente ley rige a partir de la fe-
cha de su expedición y deroga las normas que se le 
sean contrarias.

Publíquese y cúmplase.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
El 10 de enero de 1991 el Gobierno Nacional ex-

pidió el estatuto de Puertos Marítimos a través de la 
Ley 01 de la misma fecha.

En el estatuto quedó contemplado que los termi-
nales marítimos que administraba y operaba la es-
tatal Empresa, Puertos de Colombia pasaban a ser 
administrados por las Sociedades Portuarias y ope-
radas por empresas privadas llamadas Operadores 
Portuarios.

Tanto las Sociedades Portuarias como los Opera-
dores Portuarios han venido realizando inversiones 
sustanciales para mejorar no sólo la infraestructura 

-

De lo anterior hay que indicar que los termina-
les funcionan y están localizados al interior de los 
municipios o distritos y que la modernización que 
alcanzan los terminales 

-
 Las vías públicas, el servicio público de aseo, 

el alumbrado, el servicio público domiciliario de 
alcantarillado, el servicio público de acueducto, el 
equipamiento municipal y demás aspectos comple-
mentarios son responsabilidad de los municipios y 
distritos, por lo tanto deben atenderlos con sus pro-
pios recursos, indistintamente del pago que por los 
servicios públicos hagan los administradores portua-
rios.

La pregunta es ¿cómo hacen los municipios y dis-
tritos portuarios para atender esas nuevas necesida-
des de inversión?

Con la expedición de las disposiciones legales 
vigentes tanto las que fortalecen ingresos como las 

ninguna de estas disposiciones y las que actualmente 
cursan en el Congreso de la República SE CREAN 
NUEVOS INGRESOS PARA LOS MUNICIPIOS Y 
DISTRITOS.

El Gobierno Nacional le gira a los distritos y mu-
nicipios recursos para que atiendan la salud, la edu-
cación, el deporte, la cultura, el saneamiento básico. 
Los otros temas los deben cubrir los municipios y 
distritos con sus propios recursos entre ellos las in-

versiones que son necesarias para aumentar la com-
petitividad de los terminales portuarios.

El 21 de diciembre del año 2003 el Congreso de la 
República expidió la Ley 856 y en un acto de justicia 
legisló para que los recursos de contraprestación se 
invirtieran en obras en el mismo puerto.

De acuerdo con la misma norma, los municipios 
y los distritos donde operan puertos sólo tienen de-
recho a percibir el 20% de la contraprestación por el 
uso de las playas y los bajamares.

Es claro, entonces, que con el monto de esos re-
cursos no es posible atender las inversiones comple-
mentarias que requieren los terminales y no parece 

-
versión social para realizar las obras que eleven la 
competitividad de la infraestructura portuaria.

LA PROPUESTA
El artículo 7° de la Ley 01 del 10 de enero de 1991 

establece que periódicamente el Gobierno Nacional 

portuaria la metodología para calcular el valor de las 
contraprestaciones que deben pagar quienes se bene-

Esta contraprestación se otorgará a la Nación y a 
los municipios o distritos en donde opere el puerto, 
en proporción de un 80% a la primera y un 20% a 
los segundos. Para efecto de la metodología, el Go-
bierno deberá tener en cuenta escasez de los bienes 
públicos utilizables, los riesgos y costos de contami-
nación, los usos alternativos y las condiciones físi-
cas y jurídicas que deberían cumplirse para poner en 
marcha y funcionamiento el terminal portuario.

El mismo artículo establece que todas las socie-
dades portuarias pagarán una contraprestación por 
las concesiones portuarias.

Por otra parte y en cumplimiento de las disposi-
ciones legales vigentes, la Superintendencia Gene-

concesión portuaria, donde se establecen las siguien-
tes obligaciones para las sociedades portuarias:

a) Las Sociedades Portuarias Regionales pagarán 
por la utilización en forma temporal y exclusiva de 
las playas, terrenos de bajamar y zonas accesorias 
una contraprestación en proporción de un 80% para 
la Nación y un 20% para los municipios, de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 7° de la Ley 01 del 
10 de enero de 1991, el Decreto 2147 del 13 de sep-
tiembre de 1991 y la Resolución 040 de 1992 expe-
dida por la Superintendencia de Puertos.

b) Por los activos de la empresa Puertos de Co-
lombia que recibieron en concesión, las Sociedades 
Portuarias pagarán durante 20 años una contrapres-
tación por el uso de las Instalaciones Portuarias, pa-
gaderas por anualidades en cuatro (4) cuotas iguales, 
a cancelar por trimestre anticipado.

Se estipula igualmente que el valor de la contra-
prestación será en su totalidad a favor de la Nación.

Propuesta
1. Que los municipios y distritos donde funcionan 

puertos reciban el 60% de la contraprestación por el 
uso temporal de las playas y bajamares y, de igual 
manera, el 60% de la contraprestación por el uso de 
la infraestructura.

Artículo 1°. El artículo 7° de la Ley lª de 1991 
quedará así:
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Artículo 7°. Monto de la contraprestación. Pe-

planes de expansión portuaria, la metodología para 
calcular el valor de las contraprestaciones que de-
ben pagar quienes obtengan una concesión o licencia 
portuaria, por concepto del uso y goce temporal y 
exclusivo de las zonas de uso público y por concepto 
del uso de la infraestructura allí existente.

Las contraprestaciones por el uso y goce temporal 
y exclusivo de las zonas de uso público las recibirá 
la Nación a través del Instituto Nacional de Vías, In-
vías, o quien haga sus veces, incorporándose a los 
ingresos propios de dicha entidad, y los municipios 
o distritos donde opere el puerto. La proporción será: 
De un cuarenta por ciento (40%) a la entidad Nacio-
nal, y un sesenta por ciento (60%) a los municipios o 
distritos, que lo destinarán a inversión social o para 
obras que complementen la competitividad portuaria 
y obras de infraestructura que potencien el desarrollo 
económico y social de los municipios en donde estén 
los terminales portuarios. Las contraprestaciones por 
el uso de la infraestructura las recibirá el municipio 
o distrito en un sesenta (60%) para obras de infraes-
tructura o inversión social y el Gobierno Nacional a 
través del Instituto Nacional de Vías, Invías o quien 
haga sus veces recibirá el otro cuarenta por ciento 
(40%).

En el caso de San Andrés la contraprestación del 
sesenta por ciento (60%) por el uso y goce temporal 
y exclusivo de las zonas de uso público se pagará al 
departamento por no existir municipio en dicha isla.

Para el caso del Distrito Portuario, Biodiverso, 
Industrial y Ecoturístico de Buenaventura reglamen-
tado en la ley de Distrito 1617 del 5 de febrero de 
2013, se le da especial atención en razón al demos-
trado atraso de desarrollo que tiene por la poca inver-
sión social que el Estado colombiano ha realizado.

El gobierno distrital ha presentado una propues-
ta ambiciosa para la construcción de un 

; una obra de renovación urbana, 

y la competitividad territorial con áreas de servicio, 
recreación y esparcimiento urbano y su desarrollo 
turístico; esta propuesta está fundamentada en el 
documento Conpes 3410 de febrero 20 de 2006 que 

-
diciones de vida de la población de Buenaventura”.

contraprestación por uso de las playas, bajamar e in-
fraestructura que pagan los terminales marítimos de 
Buenaventura; es decir, que de manera temporal has-
ta que se construya la obra se asignará el cincuenta 
50% de estos recursos.

Con esta propuesta los municipios y distritos re-
cibirán ingresos que les permitirán contribuir con 
las inversiones complementarias que las Sociedades 
Portuarias necesitan, especialmente Buenaventura 
que presenta un marcado atraso con los otros entes 
territoriales del país.

 

SENADO DE LA REPÚBLICA
SECRETARÍA GENERAL

Tramitación de Leyes
Bogotá, D. C., 4 de abril de 2013
Señor Presidente:

Proyecto 
de ley número 229 de 2013 Senado, por medio de 

 me per-
mito pasar a su despacho el expediente de la mencio-
nada iniciativa que fue presentada en el día de hoy 
ante Secretaría General por los honorables Senado-
res Édison Delgado, Hemel Hurtado, Teresita García 
Romero, Astrid Sánchez, Doris Vega, y los honora-
bles Representantes Jairo Inestrosa, Julio Gallardo, 
Heriberto Arrechea, José Bernardo F., Heriberto Sa-
nabria. La materia de que trata el mencionado pro-
yecto de ley es competencia de la Comisión Sexta 
Constitucional Permanente, de conformidad con las 
disposiciones reglamentarias y de ley.

El Secretario General,

PRESIDENCIA DEL HONORABLE  
SENADO DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 4 de abril de 2013
De conformidad con el informe de Secretaría Ge-

neral, dese por repartido el proyecto de ley de la refe-
rencia a la Comisión Sexta Constitucional y envíese 

que sea publicado en la Gaceta del Congreso.
Cúmplase.
Presidente del honorable Senado de la República,

El Secretario General del honorable Senado de la 
República,

.
* * *

PROYECTO DE LEY NÚMERO 231 DE 2013 
SENADO

-

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Derógase el Decreto Ministerial nú-
mero 3770 del 30 de septiembre de 2009 por medio 
del cual se derogó el artículo 11 del Decreto número 
1794 del 2000.
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Artículo 2°. Adiciónese al artículo 11 del Decreto 
1794 del 2000, el siguiente parágrafo:

Parágrafo. En el evento que ocurra el falleci-
miento de un Soldado o Infante de Marina Profesio-
nal, su cónyuge o compañera permanente, y este es-
tuviere percibiendo el Subsidio Familiar, continuará 
percibiéndolo en el mismo monto y porcentaje en 
que le fue reconocido por parte de las Fuerzas Mili-
tares, cuando existan hijos menores de edad o de 25 
años pero se encuentren estudiando.

Artículo 3°. Modifíquese el artículo 13.2 del De-
creto número 4433 de 2004, el cual quedará así:

-

-

-
camente señaladas en este artículo, ninguna de las 

compensaciones, serán computables para efectos de 
asignación de retiro, pensiones y sustituciones pen-
sionales.

Parágrafo 2°. En caso que los Soldados Profesio-
nales o Infantes de Marina Profesionales, ya se en-
cuentren percibiendo la asignación de retiro, se hará 
el reajuste correspondiente.

Artículo 5°. Para efectos de la liquidación, El 
Gobierno Nacional, mediante su respectivo decreto, 
reglamentará, los aspectos procedimentales, para dar 
cumplimiento a las disposiciones contenidas en la 
presente ley.

Artículo 6°. . La presente ley rige a partir 
de la fecha de su promulgación y deroga todas las 
disposiciones que le sean contrarias.

Senador de la República.
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Honorables Congresistas:
Contexto

Toda actividad humana que sea para prestar un 
servicio personal subordinado, que tenga como con-
traprestación el pago de un salario o mesada, debe 
ser formalizada. Lo que quiere decir que además de 
la remuneración, el prestador del servicio, tiene la 
garantía de la Seguridad Social, prestaciones socia-

-
lación laboral.

El Subsidio Familiar del cual trata este proyec-

Miembros de la Fuerza Pública, mediante la expedi-
ción del Decreto-ley 1794 del año 2000 y que intem-
pestivamente fue suprimido por el Decreto número 
3770 del 30 de septiembre del año 2009, expedido 
por el Departamento Administrativo de la Función 
Pública, Ministerio de Defensa Nacional y Ministe-
rio de Hacienda y Crédito Público.

-
de el año 2000, a todos los Soldados e Infantes de 
Marina Profesionales de las Fuerzas Militares, ya 

que sus ingresos son menores de cuatro (4) salarios 
mínimos legales vigentes, pues su asignación sala-
rial está por debajo de los dos (2) salarios mínimos 
legales vigentes y al retirarse después de veinte (20) 
años de servicio prestados a la patria, entregando sus 
vidas para defender la soberanía del Estado, tampoco 
se les permite percibir este factor prestacional.

Actualmente y de acuerdo con las cifras dadas 
por el Ministerio de Defensa Nacional, el suprimir el 
Subsidio Familiar, afecta a más de noventa (90) mil 
familias, pues en general estos miembros de la Fuer-
za Pública, son cabezas de hogares y responsables de 
sus hijos o padres.

De otra parte, es necesario resaltar que los erro-
res de planeación en los que incurrió el Estado co-
lombiano a través del Departamento de Planeación 
Nacional, el Ministerio de Defensa y el propio Mi-
nisterio de Hacienda, al momento de suspender este 
Subsidio Familiar, ocasionando un grave detrimento 
económico, por lo tanto, debe ser corregido, para no 
continuar causándoles más perjuicios a estos miem-
bros de la Institución Militar, que han entregado sus 
vidas y los mejores años de sus carreras a la Institu-
ción que no ha previsto una adecuada compensación 
justa para quienes permanecen vistiendo el uniforme 
militar.

Problema
El Subsidio Familiar, es “una prestación social 

que debe ser pagada en dinero, especie y servicio a 
los trabajadores de mediano y menores ingresos, en 
proporción al número de personas a cargo, y su ob-
jetivo fundamental consiste en el alivio de las cargas 
económicas que representa el sostenimiento de la fa-
milia, como núcleo básico de la sociedad” (Ley 21 
de 1982, artículo1°).

En la Sentencia C-508 la honorable Corte Consti-
tucional, ha señalado lo siguiente acerca de la natu-
raleza jurídica del Subsidio Familiar:

-

-

De manera que no volver a reconocerle este bene-

marina, además de ser una discriminación, sería una 
violación al derecho fundamental a la “igualdad”, 
plasmado en el artículo 13 de la Norma Superior y a 
las garantías señaladas en el artículo 58 de la misma 
Carta Política.

El derecho a la igualdad es uno de los princi-
pios fundantes del constitucionalismo moderno que 
incidió de manera directa en la estructuración del de-
recho laboral, el cual encuentra su sustento en los 
artículos 13 y 53 de la Constitución y en los Conve-
nios 111 y 95 de la OIT. De esta manera y en nuestro 

-
mental de igualdad ante la ley, tiene por objeto mate-
rializar en forma progresiva las condiciones sociales, 
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económicas y culturales que reduzcan al máximo los 
desequilibrios existentes en las oportunidades del 
desarrollo humano, en especial por las condiciones 
de vida pretendidas por los trabajadores con relación 
a las expectativas que desarrollan en sus actividades 
laborales.

El principio y derecho fundamental de igualdad 
ante la ley, tiene por objeto materializar en forma 
progresiva las condiciones sociales, económicas y 
culturales que reduzcan al máximo los desequili-
brios existentes en las oportunidades del desarrollo 
humano.

Ahora bien, si vemos con diáfana claridad, ob-
servaremos que los Soldados e Infantes de Marina 
profesionales de las Fuerzas Militares, ya tenían un 
derecho adquirido, el cual les fue arrebatado en for-
ma intempestiva e injusta. Por derecho adquirido ha 
entendido la doctrina y la jurisprudencia, es aquel 
derecho que ha entrado al patrimonio de una persona 
natural o jurídica y que hace parte de él, y que por 
lo mismo, no puede ser arrebatado o vulnerado por 
quien lo creó o reconoció legítimamente.

-

o integridad, está garantizada, en favor del titular del 
derecho, por una acción o por una excepción. Los 
derechos adquiridos protegidos por el ordenamiento 
jurídico colombiano son justamente los que tienen 
fundamento constitucional y legal y, que los derechos 
aparentes que no tienen fundamento constitucional, 

artículos 53 y 58 de la Constitución Política.
El concepto “derechos adquiridos” se relaciona 

con la aplicación de la ley en el tiempo, pues una 
norma no puede tener efectos retroactivos para des-
conocer las situaciones consolidadas bajo la vigencia 

en una ley o acto administrativo de carácter general 
serán derechos adquiridos para quienes cumplan du-
rante la vigencia de la disposición con los supuestos 
de hecho exigidos en ellos.

En el caso particular de los Soldados e Infantes 
de marina profesionales, se está ante una notoria 
violación del derecho a la igualdad establecido en 
el artículo 13 Superior, en la medida en que no se 
le compute la partida de subsidio familiar, pues, 
es necesario señalar que el derecho a la igualdad 
alude a la obligación de otorgar un mismo trata-
miento a quienes se encuentren en una situación 
análoga, de forma tal que todos ellos puedan gozar 
de unos mismos derechos, libertades y oportuni-
dades, sin discriminación alguna por razones de 
sexo, raza, origen, lengua, religión u opinión polí-

Es de anotar que el subsidio familiar es una pres-
-

de atender las contingencias propias de matrimonio 
y del nacimiento y crianza de los hijos. Igualmente 
está establecido en los estatutos de carrera Decretos 
1211, 1212, 1213 y 1214 que el subsidio familiar 
será tenido en cuenta como partida computable en la 

-

a un lado el reconocimiento de este derecho al nivel 

más bajo en la jerarquía de la Fuerza Pública como 
lo son los soldados profesionales.

Así las cosas, no es entendible cómo no se les tie-
ne en cuenta este factor salarial a algunos Soldados 
Profesionales que ganan en servicio activo el subsi-

agentes y personal civil, para el cómputo de esta 
prestación en la liquidación de sus asignaciones de 
retiro. Igualmente si el subsidio familiar de confor-
midad con la Ley 21 de 1982 se creó para ser pagado 
a los trabajadores de bajos salarios, como se expli-
caría que en este caso su aplicación sea al revés, por 
cuanto, sí, se le reconoce a los que devengan altos sa-
larios y a los que perciben más bajo como es el caso 
de los soldados profesionales, no se les reconoce.

Otro derecho fundamental que se está violando, 
es el derecho al libre desarrollo de la personalidad”, 
que incluye además el derecho a conformar y a tener 
una familia, cuya carga se alivia con la activación 
del reconocimiento y pago del mencionado Subsidio 
Familiar en dinero, por los hijos y demás personas a 
cargo, si se tiene en cuenta que los hijos de los sol-
dados profesionales, por su infancia y adolescencia 
deben ser atendidos en su manutención, educación, 
recreación, etc.

Este no es el único argumento que da asidero al 
proyecto propuesto, sino el riesgo que enfrentan es-
tos héroes de la patria, para garantizar, aun a costa 
de su propia vida, la democracia y la guarda de las 
instituciones, como la integridad del territorio y la 
soberanía.

El proyecto de ley
El presente proyecto de ley, busca mejorar las 

condiciones laborales de aquellos miembros de la 
Fuerza Pública, mediante el restablecimiento del 
Subsidio Familiar, que seguro incentivará la cons-
tancia de estas personas en favor de la Institución, ya 
que son precisamente ellos los que a diario exponen 
sus vidas por el bien de la comunidad colombiana.

Al respecto, es importante mencionar que dentro 
de las Fuerzas Militares, existe un elevado número 
de Soldados e Infantes de Marina profesionales en 
actividad y retirados que no están recibiendo Subsi-
dio Familiar, lo cual está ocasionando una desmejora 
en las condiciones laborales, lo cual genera inconfor-

miembros militares en la defensa y seguridad de la 
soberanía Nacional.

Con este proyecto de ley además, se busca re-
activar el artículo 11 de la Ley 1794 del año 2000, 
adicionando un aspecto importante relacionado con 
los casos en que fallece el Soldado profesional en 
actividad o en goce de retiro y su cónyuge o compa-
ñera permanente queda totalmente desprotegida, por 
cuanto en la actualidad, al ocurrir dicho suceso, se le 
suprime dicho subsidio familiar, vulnerando abierta-
mente a la institución de la familia.

Cabe señalarse que en la legislación colombia-
na surge el subsidio familiar a mediados del siglo 
pasado, pero fue la Ley 21 de 1982
marco normativo actual, bajo el cual todo trabajador 

importar la naturaleza de su empleador.
En el caso particular de este gremio especial de 

Soldados Profesionales, con la expedición de la Ley 
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131 de 1985 Soldados Volun-
tarios, condición que establecía un híbrido en cuanto 

Soldados eran o no servidores públicos, pues aún no 
les era aplicable la norma general del Subsidio Fa-
miliar. Tan sólo quince años después, con la expedi-
ción de la Ley 1794 del año 2000, se establecieron 
unas prestaciones sociales y fue cuando se le elevó a 
la condición de Soldado Profesional y como conse-
cuencia de ello, entró a percibir el Subsidio Familiar, 
como factor salarial, pero no prestacional, lo cual ha 
creado un gran vacío y desmejora de las condiciones 
prestacionales para este personal militar.

Después de nueve (9) años, se expidió el Decreto 
número 3770 del 30 de septiembre de 2009, según 
el cual, se deroga el artículo 11 del Decreto núme-
ro 1794 de 2000, exterminando el Subsidio Familiar 
para el personal de Soldados e Infantes de Marina de 
las Fuerzas Militares, vulnerando a dicho gremio va-
rios derechos fundamentales, entre los cuales están, 
el derecho a la igualdad, al derecho a tener una fa-
milia, el derecho de los hijos de los soldados al libre 
desarrollo de su personalidad, etc.

Al respecto, es pertinente mencionar que estas 
disposiciones, están encaminadas a garantizar la pre-
valencia de los derechos personales que tienen los 
uniformados como sujetos de derechos laborales 
universalmente reconocidos. Así, el artículo 53 de 
nuestra Constitución Política, reconoce ampliamen-
te la obligación del legislador de observar en favor 
de los trabajadores una remuneración mínima vital 
y móvil, proporcional a la cantidad y calidad del tra-

mínimos establecidos en las normas laborales, como 
garantía de los derechos de la persona.

Pronunciamiento jurisprudencial
La Honorable Corte Constitucional, se ha ocupa-

do en diversas oportunidades de este tema, para lo 
cual cito la Sentencia C-440 de 2011, en lo que se 

-
miliar en Colombia:

El subsidio familiar opera en Colombia, como 
una prestación laboral, a cargo de los empleadores, 
mediante un sistema de recaudo y reparto a través de 
las cajas de compensación familiar. Se desenvuelve 
dentro del contrato de trabajo como una prestación 
obligatoria, establecida en la ley con un componente 
de solidaridad orientado a brindar protección espe-
cial a los trabajadores de más bajos ingresos, en fun-
ción de las personas que tengan a cargo.

Así, ha dicho la Corte, el subsidio familiar en 

pobres de la población, estableciendo un sistema de 
compensación entre los salarios bajos y los altos, 
dentro de un criterio que mira a la satisfacción de las 
necesidades básicas del grupo familiar, entre ellos 
encontramos esta población especial de Soldados 
profesionales que por sus escasos recursos económi-
cos, requiere que se le vuelva a activar dicho subsi-

dio familiar como un factor salarial y prestacional 
que le permita satisfacer sus mínimas necesidades 
básicas dentro de su núcleo familiar.

Inicialmente, el subsidio estuvo centrado en el 
componente monetario que se reconoce al trabaja-
dor, en razón de su carga familiar y de sus niveles de 
ingresos precarios, que le impiden atender en forma 
satisfactoria las necesidades más apremiantes en ali-
mentación, vestuario, educación y alojamiento. En 
esa dimensión, ha dicho la Corte, el sistema de sub-
sidio familiar es un mecanismo de redistribución del 
ingreso.

Más adelante, se autorizó a las cajas de compen-

-
ra que, además de la tarea de reparto del subsidio en 
dinero, incursionarán también en el reconocimiento 
de un subsidio en servicios, a través de programas 
de salud, educación, mercadeo y recreación. Así, en 
sus componentes centrales, el sistema de subsidio fa-

comprende los siguientes aspectos:
En primer lugar, el subsidio familiar es “una pres-

-
-

sociedad”.

de subsidio familiar que son desarrolladas en la Ley: 
en dinero, en especie y en servicios. El subsidio en 
dinero es “

”; 
el subsidio en especie es “ -

, y el subsidio 
en servicios es “

-

En la medida en que se trata de una prestación que 
se origina en el contrato de trabajo, la ley dispone 
que todos los empleadores, tanto del sector privado 
como del público, tienen la obligación de efectuar 
aportes para el subsidio familiar en el porcentaje le-
galmente establecido sobre la nómina mensual de 

es diferenciado, puesto que el sistema opera como 
mecanismo de solidaridad, tanto entre trabajadores 
de distintos niveles salarios, como entre diferentes 

a los trabajadores de más bajos ingresos.
Así, en la actualidad, de acuerdo con la ley, tienen 

derecho al subsidio familiar en dinero los trabaja-
dores cuya remuneración mensual no sobrepase los 
cuatro salarios mínimos legales mensuales vigentes 
y que sumados sus ingresos con los de su cónyuge o 
compañero (a) no sobrepasen seis salarios mínimos. 
Así mismo, la ley también estableció la lista de per-

subsidio familiar en dinero, entre quienes se incluyen 
los hijos hasta los 18 años (incluidos los hijastros), 
los hermanos hasta 18 años, que sean huérfanos, con-
vivan y dependan económicamente del trabajador y 
demuestren escolaridad y los padres mayores de 60 
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años, que dependan económicamente del trabajador. 

familiar en especie y en servicios, los trabajadores 
-

brepase los cuatro salarios mínimos legales mensua-
les, incluyendo el (la) cónyuge del trabajador.

Como se puede apreciar, en sus lineamientos cen-
trales, el sistema de subsidio, estaba estructurado 
como un régimen de protección para los trabajadores 
bajo dependencia laboral y con niveles de remune-
ración bajos. Sobre ese esquema inicial, en diferen-
tes etapas, se han introducido importantes reformas, 
entre ellas la derivada de la Ley 100 de 1993, que le 
asignó a las cajas de compensación un papel activo 
en la gestión del régimen subsidiado de salud, o la 
que amplió el papel de las cajas en la gestión del sub-
sidio familiar de vivienda.

La transformación más importante del sistema se 
produjo con la expedición de las Leyes 633 de 2000 
y 789 de 2002, que ampliaron el marco de acción de 
las cajas, vinculándolas, más allá de la administra-
ción de una prestación social de carácter laboral, al 
concepto global social, abriéndolo a la prestación de 

Cabe resaltar que la misma Corte, en Sentencia 
C-834 de 2007, expresó que el concepto de “protec-
ción social” contenido en la Ley 789 de 2002, es dis-
tinto del concepto de “seguridad social”, aclarando 
que el primero es un conjunto de políticas públicas 
orientadas a disminuir la vulnerabilidad y a mejorar 
la calidad de vida de los colombianos, especialmente 
de los más desprotegidos, para obtener como mínimo 
los derechos a la salud, la pensión y el trabajo, mien-
tras que la seguridad social, es un servicio público, 
reconocido como un derecho irrenunciable de toda 
persona, que adquiere el carácter de fundamental por 
conexidad, cuando resulten afectados derechos, tales 
como la salud, la vida digna y la integridad física y 
moral, entre otros.

Aspectos importantes a resaltar
El Decreto número 1793 de 2000 -

dado profesional, como “los varones entrenados y 

las unidades de combate y apoyo de combate de las 
Fuerzas Militares, en la ejecución de operaciones 
militares, para la conservación, restablecimiento del 
orden público y demás misiones que le sean asigna-
das”, y el Decreto número 1794 de 2000, establece 
en su artículo 11 que “A partir de la vigencia del pre-
sente Decreto, el soldado profesional de las Fuerzas 
Militares, casado o con unión marital de hecho vi-
gente, tendrá derecho al reconocimiento mensual de 
un subsidio familiar equivalente al cuatro (4%) de su 
salario básico mensual más la prima de antigüedad”.

Sin embargo, con la expedición del Decreto nú-
mero 3770 de 2009, se derogó el artículo 11 del De-
creto número 1794 de 2000 y estableció que “los 
soldados profesionales e infantes de marina profe-
sionales de las Fuerzas Militares, que a la fecha de 
entrada en vigencia el presente Decreto, estén perci-
biendo el subsidio familiar previsto en el derogado 
artículo 11 del Decreto número 1794 de 2000, con-
tinuarán devengándolo hasta su retiro del servicio”.

En consecuencia, se limitó y eliminó de este dere-
cho a los soldados profesionales e infantes de marina 
profesionales de las Fuerzas Militares, incorporados 
a partir de la expedición del mencionado decreto, 

quienes son los que verdaderamente realizan una ta-
rea de vital importancia para la seguridad nacional, 
en consecuencia su trabajo no solo es considerado de 
alto riesgo, sino que su desempeño asegura la convi-

En virtud de esta particular tarea, su salario debe-
ría ser muy bien recompensado en comparación con 
otras muchas profesiones, muy respetadas, pero que 
no guardan una reciprocidad comparable con la que 
ejercen los Soldados Profesionales, dado el riesgo 
que ejercen día a día sobre su propia humanidad. Es 
claro como lo mencionamos en líneas precedentes 
que su labor requiere un mayor riesgo al que nor-
malmente ejerce otro trabajador, no obstante, es im-
portante otras particularidades que hacen de la labor 
militar, una práctica más densa y complicada que 

De otra parte, las jornadas laborales a que están 
obligados estos militares, en la práctica implican 
más de las ocho horas diarias y están sometidos a 
estar disponibles las veinticuatro horas del día.

En consecuencia, los Soldados Profesionales, al 
no tener derecho al Subsidio Familiar, evidencian no 
solo un desmejoramiento inconstitucional a la luz de 
las normas de protección laboral que mencionamos 
anteriormente, sino que representa una inequidad ab-
soluta, pues hoy por hoy, aquellos colombianos que 
exponen sus cuerpos a las balas de los terroristas, 
serían los únicos trabajadores en Colombia que no 
tienen un subsidio familiar para sus familias.

Con la disposición pertinente, se espera, no solo 
cumplir con el ordenamiento constitucional colom-
biano, sino realizar un justo reconocimiento en con-
diciones de equidad e igualdad laboral a los soldados 
de nuestra patria.

Lo anterior, exige del honorable Congreso de la 
República, su especial atención para garantizarles a 
los Soldados e Infantes de Marina profesionales de 
las Fuerzas Militares, el acceso a esta prestación so-
cial pagadera en dinero, no solo a los incorporados 
antes y después de la expedición del Decreto número 
3770 de 2009, sino a los que se incorporen en ade-
lante.

De esta forma, convencido que se obra en justicia, 
dentro de un Estado Social de Derecho, al convertir 
en ley de la República, la presente iniciativa, someto 
a la juiciosa consideración de los honorables Con-
gresistas, el presente proyecto de ley.

Cordialmente,
 

 Senador de la República.
 SENADO DE LA REPÚBLICA

SECRETARÍA GENERAL
Tramitación de Leyes

Bogotá, D. C., 8 de abril de 2013
Señor Presidente:

Proyecto 
de ley número 231 de 2013 Senado, por medio de 

-
-

 me permito pasar a su 
despacho el expediente de la mencionada iniciativa 
que fue presentada en el día de hoy ante Secretaría 
General por el honorable Senador Édgar Espíndola 
Niño. La materia de que trata el mencionado proyec-
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to de acto legislativo, es competencia de la Comisión 
Séptima Constitucional Permanente, de conformidad 
con las disposiciones reglamentarias y de ley.

El Secretario General,

PRESIDENCIA DEL HONORABLE  
SENADO DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 8 de abril de 2013
De conformidad con el informe de Secretaría 

General, dese por repartido el proyecto de ley de 

la referencia a la Comisión Séptima Constitucional 
y envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional 

Gaceta del 
Congreso.

Cúmplase.
Presidente del honorable Senado de la República,

El Secretario General del honorable Senado de la 
República,

.

P O N E N C I A S
INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER 

DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 
101 DE 2012 SENADO

-
-

1. Objeto del proyecto
La iniciativa presentada busca eliminar la habili-

fórmula tarifaria de los servicios públicos domicilia-
rios en el país.

2. Antecedentes del proyecto
Distintas iniciativas que buscan la eliminación del 

-
do en el tiempo, de parte de distintos partidos o mo-
vimientos políticos, estas se retoman para el actual 
proyecto de ley y se presentan en el siguiente cuadro.

P.L AUTOR(ES) PARTIDO O 
MOVIMIENTO TRÁMITE

54/05s - 
165/05s

Édgar Artunduaga y 
otros Liberal - U Archivado por tránsito de 

legislatura.

9/06s Alexandra Moreno - 
Iniciativa Popular MIRA Retirado por el autor. Dic 

5 - 06

103/06c Fernando Tamayo Conservador Archivado por tránsito de 
legislatura.

32/09s - 
70/09s

Camilo Sánchez - 
Dilian Francisca Toro Liberal - U Archivado por tránsito de 

legislatura.

101/12s Carlos A. Baena – 
Gloria S. Díaz  MIRA Pendiente primer debate.

3. Contexto internacional
En el ámbito internacional la prestación de los 

servicios públicos ha sido ampliamente discutida y 
reglamentada, corroborando la inaplazable necesi-
dad de reglamentar el tema con criterios de justicia 
para que se garantice a los colombianos el acceso a 
los servicios públicos, como derecho constitucional 
de calidad y excelencia.

Diferentes países de América Latina y del mun-

en cuanto a los derechos de los usuarios, establecido 
medidas para que los usuarios sean atendidos, meca-
nismos para garantizar la prestación de los servicios 
públicos de la mejor manera y en algunos casos, se 
da preponderancia a la participación de los usuarios 
en las cadenas del servicio, integrando comités de 
usuarios y diversos mecanismos que dejan claro a 
los usuarios su papel como receptores de un dere-
cho, pero con responsables en la participación para 
la construcción de un estado que garantice la calidad 
en la prestación de los SPD.

Al comparar las reglamentaciones de la materia 
con otras naciones, es posible encontrar algunos 
puntos de coincidencia, entre ellos se destaca:

El marco regulatorio: países como Argentina, 
Nicaragua, Panamá, Chile, han establecido marcos 
regulatorios para la prestación de algunos servicios 
públicos, sobresaliendo la conceptualización sobre 
los usuarios de los servicios.

Derechos de los usuarios: Por ejemplo en Argen-
tina la Constitución establece en su artículo 42, los 
derechos de los consumidores:

-

-

-

En diversas normas argentinas se resaltan los de-
rechos de los consumidores de los servicios públicos 
domiciliarios, ocurre del mismo modo en Panamá, 
en donde existe un reglamento sobre los derechos y 
deberes de los usuarios de los servicios públicos de 
agua potable, alcantarillado, sanitario, electricidad y 
telecomunicaciones, resaltando entre otras las garan-
tías a las reclamaciones y los derechos de conexión 
e información.

La experiencia en otros continentes resalta la 
importancia de los comités de consumidores como 
agentes fundamentales en el proceso para optimizar 
y mejorar la calidad del servicio, en el Reino Unido 
los “Customer Services Committees” o Comités de 
Consumidores se crearon para intervenir en las recla-
maciones de los consumidores, participando además 
en cuestiones como las tarifas, los planes de inver-
siones y los niveles de calidad y costos asociados.

Ahora bien, en el contexto internacional los usua-
rios han dado grandes luchas para que sus derechos 
sean respetados y en donde el servicio tiene condi-
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ciones favorables la participación de quienes hacen 
las normas ha sido fundamental para la transforma-
ción normativa y la consecución de normas más jus-
tas para los ciudadanos.

4. Contexto nacional y conveniencia de la ini-
ciativa

-
mer paso en el camino de lograr unas tarifas justas 
en los servicios públicos. Dentro de las necesidades 
urgentes de los colombianos se encuentran asegurar 
la calidad y el acceso universal en la prestación, per-
mitir la sostenibilidad del sistema mediante la garan-
tía de que las empresas tengan utilidades justas (ni 
excesivas, ni que trabajen a pérdida), pero teniendo 
en cuenta la capacidad de pago de los usuarios y su 
función social, de modo que las personas pobres e 
instituciones como hospitales y escuelas puedan ac-
ceder sin excepción y fácilmente a los servicios pú-
blicos domiciliarios.

Así el valor de la factura dependerá solamente de 
lo que consuma el hogar. De esta manera, a mayor 
consumo, mayor cobro. Y los hogares que no con-
suman no tendrán que pagar nada. En un compara-
tivo elaborado por organizaciones comunitarias, en 
distintas ciudades del país, se encuentran casos en 

llega al 75% de la factura, castigando los menores 
consumos.

Por otro lado, aunque las empresas han sido dili-

conectividad a toda la población, lo cual lleva a re-

servicios públicos.
Veamos en detalle algunos de estos argumentos:

-

empresas:
GAS NATURAL
Conforme los datos de la Superintendencia de 

Servicios Públicos entre todas las empresas del sec-
tor de Gas, se tienen utilidades de netas de un poco 
menos de 2 billones de pesos, correspondientes al 
26% de los ingresos operacionales totales.

Entre 10 empresas del sector de gas se encuentra 
el 88% de las ganancias, en donde Ecopetrol repre-
senta el 38% como se observa en el segundo cuadro.

Fuente: Superservicios.

Por lo que es notorio que es una medida que afec-
ta directamente a la clase media del país.

ACUEDUCTO, ALCANTARILLADO Y 
ASEO

Este es uno de los casos más críticos donde el car-

siguiente acápite, es el servicio público fundamenta-
lísimo para los colombianos y colombianas.
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En el mismo sentido de la motivación del pro-
yecto de ley, citamos al gran constitucionalista y ex 
magistrado de la Corte Jaime Araújo Rentería “(…) 
la solidaridad no puede ser entendida en favor de la 
empresa. Por esta razón, considero que no todos los 
costos deben ser asumidos por los usuarios sin que 
las empresas reduzcan alguna vez su tasa de ganan-
cia, puesto que ello contradice claramente los prin-
cipios constitucionales de un Estado Social de Dere-
cho en que debe basarse el régimen tarifario de los 
servicios públicos domiciliarios”.

margen de ganancias y posibilidades de expansión de 
las empresas prestadoras se demuestra en las mismas 
razones que se han presentado para su no elimina-

acueducto de 4.000 pesos y considerando 5,7 millo-
nes de suscriptores atendidos, en un año las empresas 
dejarían de percibir más de 273.000 millones de pe-

sos. “Este costo no recuperado se convertiría en una 
pérdida para las empresas que seguramente no solo 
afectará su patrimonio, sino la inversión”, indicaron 
las conclusiones del estudio de la Superservicios”1.

ofrece garantías al usuario
En la actualidad el artículo 90 de la Ley 142 esta-

servicio público al usuario, independientemente del 
nivel de uso, con el objeto de:

”.
Adicionalmente, la Sentencia C-401 de 2003 que 

los 

Sin embargo, estas condiciones no se han presen-

como se observa en los siguientes diagramas:

1 Diario , 27 de febrero de 2008.
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Es decir, cerca del 80% del agua del país presenta 
riesgo al consumirla y más del 62% presenta riesgo me-

operación de empresas que prestan un mal servicio, por 
encima de las necesidades de los usuarios.

Este es el caso recientemente discutido por la Co-
misión Sexta del Senado de la ciudad de Yopal, donde 
sus habitantes se encuentran sin agua potable desde 
mayo de 2011 y han tenido que continuar pagando el 

-
plido la necesidad de agua por diversos mecanismos, 
en verdad la ciudad no cuenta con la “disponibilidad 
permanente” del servicio, además de constituirse en 
agua no apta para el consumo humano en diversos 
meses (de septiembre a diciembre de 2012 no fue apta 
conforme a informe de Secretaría de Salud de Yopal).

De otro lado, se observa que más del 90% de los 
residuos sólidos del país no cuentan con tecnologías 
apropiadas para la disposición de estos, convirtién-
dose el servicio de aseo en un servicio de transporte 
que va y entierra los residuos contaminando y des-
perdiciando potencial materia prima para diversos 
productos entre los que se encuentra la energía a base 
de la descomposición de los elementos.

tendencia a la disminución del tamaño medio de los 
hogares. En las grandes ciudades del país los hogares 
de un solo miembro bordean el 25% del total, abun-
dan los hogares de dos o tres personas y cada vez son 
menos los de 7 o más miembros2.

Cuando el consumo es relativamente elevado el 
-

cial, todo lo contrario ocurre con los consumos peque-
ños que resultan castigados por la existencia del cargo 

3. La tabla siguiente ilustra lo descrito con un ejem-

Esto presenta una seria problemática en situacio-
nes de riesgo de desabastecimiento como fenómenos 
2 Datos de Luis Guillermo Velez, Economista. Recuperado 

de: http://luisguillermovelezalvarez.blogspot.com/2012 

3 Datos de Luis Guillermo Velez, Economista. Recuperado 
de: http://luisguillermovelezalvarez.blogspot.

naturales de sequías o escasez de lluvias, ante even-
tuales fenómenos de El Niño.

Los usuarios estrato 3 ven afectada su economía 

el siguiente recibo del agua en la ciudad de Soacha.

El consumidor se ve afectado por la existencia de 
-

dad de Zipaquirá (Cundinamarca), cerca del 50 % de 

En un comparativo aleatorio de diferentes ciuda-
des de Colombia con datos suministrados por aso-
ciaciones de vocales de control, se puede observar 

por los usuarios en algunos casos representa más del 
50%, e incluso llega al 75%.

DESCRIPCIÓN CARGO 
FIJO 

VALOR POR 
CONSUMO

PORCENTAJE QUE 
REPRESENTA 
CARGO FIJO 

Acueducto Bogotá estrato 2 $8.394 $45.620 15,54%
Alcantarillado Bogotá estrato 2 $4.277 $29.343 12,72%
Acueducto Cartagena estrato 1 bajo bajo  $3.610 $9.295 27,97%
Alcantarillado Cartagena estrato 1 bajo bajo $2.777 $8.059 25,63%
Gas Bogotá estrato 3 $2.613 $3.025 46,35%
Acueducto Bogotá estrato 3 $13.841 $16.456 45,68%
Alcantarillado Bogotá estrato 3 $7.053 $10.585 39,99%
Acueducto Bogotá 4  $14.258 $31.480 31,17%
Gas Bogotá 4  $2.617 $18.650 12,31%
Soacha acueducto estrato 2 $8.305 $23.456 26,15%
Soacha alcantarillado estrato 2 $4.232 $13.947 23,28%
Soacha acueducto estrato 2 $8.305 $24.922 24,99%
Soacha alcantarillado estrato 2 $4.232 $14.818 22,22%
Zipaquirá Acueducto Estrato 1 Comercial  $14.470 $102.690 12,35%
Zipaquirá Alcantarillado Estrato 1 
Comercial  $41.075 $31.075 56,93%
Zipaquirá Acueducto Estrato 1  $9.344 $20.974 30,82%
Zipaquirá Alcantarillado Estrato 1  $4.179 $8.389 33,25%
Zipaquirá Acueducto Estrato 1  $9.344 $4.626 66,89%
Zipaquirá Alcantarillado Estrato 1  $4.197 $1.850 69,41%
Soacha Acueducto estrato 3  $14.050 $14.482 49,24%
Soacha Alcantarillado estrato 3  $7.159 $10.340 40,91%
Cali acueducto estrato 5  $11.725 $28.892 28,87%
Cali alcantarillado estrato 5  $5.793 $33.700 14,67%
Cali acueducto estrato 2 $8.060 $14.564 35,63%
Cali alcantarillado estrato 2 $3.945 $17.088 18,76%
Cali acueducto estrato 1 $7.816 $2.568 75,27%
Cali alcantarillado estrato 1 $3.826 $3.013 55,94%

d) Argumentos adicionales
Frente a los debates que pueden surgir a partir de esta ini-

• La sostenibilidad de las empresas no se verá comprome-
-

cientes, toda vez que estos están protegidos por la Constitución. 
La intención no es quebrar a los empresarios, sino garantizarle 
al ciudadano que lo que está pagando es lo justo.

-
rifas, porque las empresas simplemente lo cobrarían como 
parte de la factura normal (como “cargo variable”). El car-

cargo variable se reparte entre los millones de metros cúbicos o 
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caso las tarifas sí podrían reducirse.
• La medida no ahuyentaría los capitales privados del 

sector de los servicios públicos domiciliarios, haciendo que 
-

bre el Estado únicamente, porque aún eliminando el cobro 

un excelente negocio para el sector privado.
• Las sentencias de la Corte Constitucional prevén que las 

incurren por mantener la disponibilidad del servicio público 
domiciliario; la iniciativa no trata de impedir que dichos cos-

la que esto se hace, con miras a mejorar la transparencia y la 
equidad. Por otro lado, el proyecto de ley no vulnera los dere-
chos económicos, sociales y culturales, porque precisamente 
lo que está buscando es mayor justicia en la distribución de los 
recursos.

5. Marco constitucional y legal
En el marco de un Estado Social de Derecho los costos de 

generadoras y comercializadoras de servicios públicos en con-
currencia de las entidades territoriales y el Gobierno Nacional.

Nuestra Constitución Política en su artículo 1°, dentro de 
los títulos de los Principios Fundamentales señala que “ -

 (Subrayado por fuera del texto original).
De lo anterior, tenemos que el Estado Social de Derecho se 

funda en la dignidad humana y en la prevalencia del interés 
general,  no es 

4.
Al respecto la Corte Constitucional, en Sentencia T-540 de 

1992, expresó lo siguiente:
“ -

-
-
-

dignidad humana y de su derecho a la realiza-
-
. 

(…). (Negrillas por fuera del texto original).
“ -

-

-

Como puede observarse entonces, la jurisprudencia consti-
tucional nos demuestra que el respeto a la dignidad humana es 
el primer fundamento de la Constitución Política de 1991 y en 
ella se establece el marco jurídico amplio y adecuado para la 
debida atención durante la prestación de los servicios públicos 
domiciliarios, por ello, consagra la obligación de mejorar su 
4  GARCÍA HORTA, Rubén. Los abusos en la prestación 

de los servicios públicos domiciliarios. Segunda Edición 
(2010), pp 9. Librería Ediciones del Profesional Ltda. 

calidad, ampliar su cobertura y la exigencia de prestar esos ser-

En este sentido la Corte consideró lo siguiente:
“…

-
más, constitucionalmente importantes para el logro del bien-
estar y el mejoramiento de la calidad de vida de la población y 

-

-

la satisfacción de las necesidades básicas insatis-
fechas en materia de saneamiento básico y de agua potable 
es un objetivo fundamental de la actividad del Estado, y está 

5”. 
(Negrilla fuera del texto original).

Y en Sentencia C-1371 de 2000 señaló:
-

la efectividad de los derechos 
fundamentales 

la dignidad humana, 

En este sentido “ -
-

-

-
-

encuentra la de servir a la comunidad dentro de la prosperidad 
general y la garantía de los principios, derechos y deberes cons-
titucionales. De esta manera, la Constitución Política de 1991 
en su artículo 2° señala lo siguiente:

-
-

-

Razón por la cual, se consideró el servicio público como 
instancia de legitimidad del Estado en los siguientes términos:

-

-

5  Sentencia C-739 de 2008.
6 Sentencia C-066 de 1997.
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-
-

-

Para la prestación de los servicios públicos domiciliarios 
la Constitución Política de 1991 establece los siguientes prin-
cipios8:

– Principio de Universalidad: El derecho de todos los ha-

de servicios públicos (artículo 365 C.P.).
– Principio de Equidad y Solidaridad: El pago de acuerdo 

con la capacidad económica de los usuarios (artículo 367 C.P.).
El deber de garantizar la conti-

-
culos 365, 367 y 370).

– Principio de Libertad de Competencia: El principio de 
mercado, libertad de empresa, eliminación de los monopolios y de 
las prácticas restrictivas y abusivas de la posición dominante em-
presarial en el mercado (artículos 333, 334, 336, 365 y 366 C.P.).

– Principio de Descentralización: La competencia de las 
entidades territoriales para asegurar la prestación del servicio a 
sus habitantes (artículo 367 C.P.).

– Principio de Control Social: El mecanismo de partici-
pación directa de los usuarios para acceder a los servicios y al 

369 C.P.).
Un alto porcentaje de la población más pobre del país se 

ve obligada a sustituir de la canasta familiar, el consumo de 
alimentos con enriquecimiento nutritivo para poder pagar men-
sualmente el costo de los servicios esenciales o simplemente a 
prescindir de ellos, yendo en contra del Principio Constitu-
cional de Universalidad para la prestación de los servicios pú-
blicos domiciliarios, que como tal, establece que su prestación 
debe ser  y debe cubrir a todos los habitantes del terri-
torio sin ninguna clase de distinción o discriminación alguna 
por su capacidad de pago9.

En este sentido concluimos:
– La Constitución Política de 1991 ha establecido un marco 

jurídico amplio y adecuado para la debida atención durante la 
prestación de los Servicios Públicos Domiciliarios, al estable-
cer la obligación de mejorar su calidad, ampliar su cobertura y 

prestación.
– Los Servicios Públicos Domiciliarios tienen una conno-

tación eminentemente social en la medida en que pretenden el 
bienestar y mejoramiento de la calidad de vida de las personas 
en condiciones dignas.
7  Sentencia T-540 de 1992 M.P. Eduardo Cifuentes 

Muñoz.
8  GARCÍA HORTA, Rubén. Los abusos en la prestación 

de los servicios públicos domiciliarios. Segunda Edición 
(2010), pp 4. Librería Ediciones del Profesional Ltda.

9  GARCÍA HORTA, Rubén. Los abusos en la prestación 
de los servicios públicos domiciliarios. Segunda Edición 
(2010). Librería Ediciones del Profesional Ltda.

corresponde asumir en su actividad de manera prioritaria está 
“

(ar-
tículos 365 y 366 C.P.). Así las cosas, desde el punto de vista 
constitucional los Servicios Públicos Domiciliarios se consi-
deran como servicios esenciales que le permite desarrollar al 
Estado el objetivo primordial de asegurar el bienestar general y 
el mejoramiento de la calidad de vida de la población del país 
(artículo 366 C.P.).

– Los Servicios Públicos Domiciliarios constituyen un 
asunto de Estado y por lo tanto, pertenecen a la órbita de lo 
público, porque deben ser prestados a todos los habitantes.

6. 
101 de 2012, -
ponente de las estructuras tarifarias de los servicios públicos 
domiciliarios, y se dictan otras disposiciones.

Se propone realizar algunas precisiones sobre el texto del 

Respecto del artículo 1°, enuncia el objeto
la redacción para aclarar en qué servicios opera la eliminación 

mismo. El artículo quedará así:
Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto eli-

en los servicios 
de acueducto, alcantarillado, energía y gas como elemento 
de la fórmula tarifaria de los servicios públicos domiciliarios 
en el país.

En su artículo 2°, busca suprimir del artículo 90 de la Ley 
142, en donde se establecen los elementos de las fórmulas de 

-
tos administrativos, pertenecientes a cada empresa, en el cargo 
vinculado a la unidad de consumo. El artículo quedará así:

Artículo 2°. El artículo 90 de la Ley 142 de 1994 quedará 
así:

Artículo 90. Elementos de las fórmulas de tarifas. Sin 
-

nes de regulación, podrán incluirse los siguientes cargos:

tanto el nivel y la estructura de los costos económicos que va-
ríen con el nivel de consumo como la demanda por el servicio, 
cuya fórmula solo podrá incluir los costos de operación del 
servicio, costos de inversión para mejoramiento del servi-
cio, costo de tasas ambientales si hay lugar a ello, sin que 
se incluyan costos administrativos y siempre vinculado a la 
calidad del servicio.

90.2. Un cargo por aportes de conexión el cual podrá cubrir 
los costos involucrados en la conexión del usuario al servicio. 

-
nanciera, sea necesario acelerar la recuperación de las inver-
siones en infraestructura, siempre y cuando estas correspondan 
a un plan de expansión de costo mínimo. La fórmula podrá 
distribuir estos costos en alícuotas partes anuales.

El cobro de estos cargos en ningún caso podrá contradecir 

dominantes o de monopolio.
Las comisiones de regulación siempre podrán diseñar y ha-

cer públicas diversas opciones tarifarias que tomen en cuenta 
diseños óptimos de tarifas. Cualquier usuario podrá exigir la 
aplicación de una de estas opciones, si asume los costos de los 
equipos de medición necesarios.

El artículo 3°, sigue igual.
En el artículo 4°, sigue igual.
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El artículo 5°, sigue igual.
El artículo 6°, sigue igual.

artículo 7°, que establece la vigencia y de-
-

mativa, así:
Artículo 7°. Vigencia y derogatoria. La presente ley rige 

a partir de su promulgación y deroga las disposiciones que le 
sean contrarias, en especial el artículo 51 de la Ley 1475 de 
2011.

De los honorables Congresistas,

Senador de la República,
Movimiento Político MIRA.

PROPOSICIÓN
Bajo las anteriores consideraciones y haciendo uso de las 

facultades conferidas por el artículo 153 de la Ley 5ª de 1992, 
es que me permito rendir informe de ponencia favorable para 
primer debate en la Comisión Sexta del Senado de la Repúbli-
ca, y respetuosamente sugiero a los honorables Congresistas, 
que se apruebe la siguiente proposición:

Dese primer debate en Senado al Proyecto de Ley 101 
de 2012 Senado, -

, con el pliego de 

Cordialmente,

Senador de la República,
Movimiento Político MIRA.

TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER  
DEBATE AL PROYECTO DE LEY  
NÚMERO 101 DE 2012 SENADO

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°.  La presente ley tiene por objeto elimi-

acueducto, alcantarillado, energía y gas como elemento de la 
fórmula tarifaria de los servicios públicos domiciliarios en el 
país.

Artículo 2°. El artículo 90 de la Ley 142 de 1994 quedará así:
Artículo 90. Elementos de las fórmulas de tarifas. Sin 

-
nes de regulación, podrán incluirse los siguientes cargos:

90.1.
tanto el nivel y la estructura de los costos económicos que varíen 
con el nivel de consumo como la demanda por el servicio, cuya 
fórmula solo podrá incluir los costos de operación del servicio, 
costos de inversión para mejoramiento del servicio, costo de ta-
sas ambientales si hay lugar a ello, sin que se incluyan costos 
administrativos y siempre vinculado a la calidad del servicio.

90.2. Un cargo por aportes de conexión el cual podrá cubrir 
los costos involucrados en la conexión del usuario al servicio. 

-
nanciera, sea necesario acelerar la recuperación de las inver-
siones en infraestructura, siempre y cuando estas correspondan 
a un plan de expansión de costo mínimo. La fórmula podrá 
distribuir estos costos en alícuotas partes anuales.

El cobro de estos cargos en ningún caso podrá contradecir 

dominantes o de monopolio.
Las comisiones de regulación siempre podrán diseñar y ha-

cer públicas diversas opciones tarifarias que tomen en cuenta 

diseños óptimos de tarifas. Cualquier usuario podrá exigir la 
aplicación de una de estas opciones, si asume los costos de los 
equipos de medición necesarios.

Artículo 3°. El artículo 137.1 de la Ley 142 de 1994 que-
dará así:

137.1. A que no se le haga cobro alguno por conceptos dis-
tintos del consumo, o de la adquisición de bienes o servicios 
efectivamente recibidos, si la falla ocurre continuamente du-
rante un término de quince (15) días o más, dentro de un mismo 
período de facturación.

Artículo 4°. El artículo 40 de la Ley 143 de 1994 quedará así:
Artículo 40. Las tarifas por el acceso y uso de las redes del 

sistema interconectado nacional deben incluir los siguientes 
cargos:

a) Un cargo de conexión que cubrirá los costos de la cone-
xión del usuario a la red de interconexión;

b) Un cargo variable, asociado a los servicios de transporte 
por la red de interconexión.

Artículo 5°. El artículo 46 de la Ley 143 de 1994 quedará así:
Artículo 46. La Comisión de Regulación de Energía y Gas 

tendrá en cuenta los siguientes componentes en la estructura 
de tarifas:

a) Una tarifa por unidad de consumo de energía;
b) Una tarifa por unidad de potencia, utilizada en las horas 

de máxima demanda;
c) Un cargo de conexión que cubrirá los costos de la conexión 

cada vez que el usuario se conecte al servicio de electricidad.
Parágrafo 1°. Para el cálculo de cada componente se ten-

drán en cuenta los costos y cargos establecidos por la Comi-
sión de Regulación de Energía y Gas.

Parágrafo 2°. La Comisión de Regulación de Energía y 
Gas podrá diseñar y hacer públicas diversas opciones tarifarias.

Artículo 6°. Las Comisiones de regulación de servicios 
-

gentes dentro de los seis (6) meses siguientes a la vigencia de 

el artículo 2° de la misma.
Artículo 7°.  La presente ley rige 

a partir de su promulgación y deroga las disposiciones que le 
sean contrarias.

A consideración de los honorables Congresistas,

Senador de la República,
Movimiento Político MIRA.

*  *  *
INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER DEBATE  
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 156 DE 2012 SENADO

-

suscritos en Bo-
gotá, D.C., el 30 de agosto de 2010, y el canje de notas entre la 
República Portuguesa y la República de Colombia por medio 
del cual se corrigen imprecisiones en la traducción en las ver-
siones en español, inglés y portugués del 

-

Honorable Senadora
MYRIAM ALICIA PAREDES AGUIRRE
Presidenta
Comisión Segunda
Senado de la República
Ciudad
Asunto: Informe de ponencia para primer debate al 

Proyecto de ley número 156 de 2012 Senado, por medio de 
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-
-

suscritos en Bogotá, D. C., 
el 30 de agosto de 2010, y el canje de notas entre la Repúbli-
ca Portuguesa y la República de Colombia por medio del cual 
se corrigen imprecisiones en la traducción en las versiones en 
español, inglés y portugués del 

-

En cumplimiento de la Ley 5ª de 1992, y en especial del 
honroso encargo hecho por la mesa directiva de la Comisión 
Segunda del Senado, atentamente me permito rendir informe 
de ponencia para primer debate al Proyecto de ley número 
156 de 2012 Senado, -

-

 
suscritos en Bogotá, D.C., el 30 de agosto de 2010, y el can-
je de notas entre la República Portuguesa y la República de 
Colombia por medio del cual se corrigen imprecisiones en la 
traducción en las versiones en español, inglés y portugués del 

, en los 
siguientes términos:

I. ANTECEDENTES
El fenómeno de la globalización y la apertura económica de 

los mercados, ha llevado a que los países con economías emer-
gentes establezcan modelos económicos y jurídicos basados 
en la atracción de la inversión extranjera a través de diferentes 
mecanismos.

Así las cosas, dentro de los principales factores que deter-
minan la decisión de un inversionista de destinar su capital a un 
país se encuentran, entre otros, el tamaño del mercado, la tasa 

generaría, la seguridad y estabilidad jurídicas, los incentivos 
que otorga a la inversión, y el ambiente político y macroeco-
nómico.

En este sentido, la tributación constituye una de las varia-
bles con mayor relevancia, toda vez que los inversionistas va-
loran si la carga impositiva en el eventual país de destino es 

otorguen mayor estabilidad jurídico-tributaria.
Ahora bien, uno de los aspectos que puede incidir negati-

es el fenómeno de la doble tributación sobre una misma renta 
o capital. Dicho fenómeno surge cuando un contribuyente está 
sujeto a impuestos sobre transacciones internacionales en más 
de una jurisdicción, lo que resulta en una deuda impositiva más 
alta de la que habría incurrido en transacciones similares lleva-
das a cabo totalmente en su país de origen.

La generalidad de los países tiene un sistema tributario que 
grava a sus residentes por la totalidad de sus rentas mundiales, 
esto es, tanto por las rentas obtenidas en el Estado de residen-
cia, como por las rentas obtenidas fuera del mismo. A su vez, 
en general, gravan las rentas generadas por la actividad econó-
mica realizada en su territorio.

Los convenios para evitar la doble imposición internacio-
nal tratan de regularizar las relaciones tributarias entre los paí-
ses, evitando así que la carga impositiva excesiva constituya un 
obstáculo para la libre inversión. Por lo anterior, dichos instru-
mentos internacionales se consolidan como uno de los meca-
nismos al que recurren los Estados para eliminar la doble impo-
sición, y otorgar seguridad jurídica a los inversionistas sobre la 
normativa que regirá sus movimientos económicos, tanto en el 

lugar de la fuente de las rentas, es decir, en donde se producen, 
como en su Estado de residencia.

• Importancia de los acuerdos para evitar doble tribu-
tación

Vale la pena aclarar que los acuerdos para evitar la doble 
tributación delimitan el alcance de la potestad tributaria de los 
Estados. Así las cosas, en algunos casos se establece el derecho 
de tributación exclusiva por parte de uno de los Estados con-
tratantes o, en otros, se acuerda compartir la tributación entre 
ellos, limitando tarifas de retención en el país de la fuente de 
las rentas.

En este sentido, los acuerdos para prevenir la doble tribu-
tación no tienen incidencia en los elementos de determinación 
del tributo tales como costos o deducciones, ni pueden interpre-

Por efecto del tratado, una renta no puede quedar sin tributar 
en ninguno de los dos Estados contratantes, pues su objetivo 

objeto de doble imposición.                      
Por otra parte, estos acuerdos contienen disposiciones 

contra la no discriminación entre nacionales y extranjeros, así 
como mecanismos de resolución de controversias mediante un 
procedimiento amistoso. Adicionalmente, se busca promover 
la cooperación internacional a través de mecanismos como el 
intercambio de información tributaria entre administraciones 

• La doble imposición internacional y los métodos para 
su eliminación

La doble tributación internacional es inicialmente regulada 

países otorgan unilateralmente un alivio o minimizan la doble 
tributación bajo sus leyes internas. Este alivio puede ser una 
exención o descuento tributario o, como mínimo, la posibilidad 
de deducir el gasto por impuestos pagados en el exterior.

No obstante, la doble imposición puede surgir como resul-
tado de una diferencia en los criterios que los diferentes Estados 
aplican en cuanto a los principios de imposición y los derechos 
para el cobro de los impuestos, por lo que las medidas internas 

tributarios son generalmente considerados en los tratados.
La doble imposición puede ser económica o jurídica. La 

doble tributación económica surge cuando la misma transac-
ción económica es gravada en dos o más países durante el 
mismo período, pero en cabeza de distintos contribuyentes. 
En la doble tributación jurídica, dos o más países imponen sus 
gravámenes respectivos a la misma entidad o persona sobre 
el mismo ingreso y por períodos idénticos. Usualmente, los 
convenios para evitar la doble imposición tienden a eliminar la 
doble imposición jurídica.

De acuerdo con Roy Rohatgi, “

-
”.1 En este sentido, existen “factores 

conectores”2 que vinculan a un contribuyente personalmente 
a una jurisdicción particular, en virtud de la residencia, el do-
micilio o la ciudadanía en el caso de las personas naturales, o el 

o la administración o control en el caso de personas jurídicas. 
1 Roy Rohatgi, 

(Legis, Bogotá D. C., 2008), p. 27.
2  “

”. 
Rohatgi, p. 31.
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Igualmente, una actividad económica puede estar vinculada te-
rritorialmente con el Estado que ejerce sus derechos de recaudo 
de impuestos.

Así las cosas, el principio de factores conectores, general-

criterios o reglas:
- Criterio de la residencia: Al Estado de residencia o do-

micilio de una persona natural o jurídica se le otorgan derechos 
ilimitados para cobrar impuestos con base en la “conexión per-
sonal”. El país de residencia puede imponer sus tributos sobre 
los ingresos de fuente mundial de los contribuyentes basados 
en la protección que les ofrece en virtud de su residencia.

- Criterio de la fuente: Al país de la fuente de las rentas se 
les otorgan derechos ilimitados para cobrar impuestos con base 
en la “conexión económica” de las personas. El Estado de la 
fuente se reserva el derecho a gravar las actividades económi-
cas que se llevan a cabo en su territorio.

-
nación de la potestad tributaria de un país para gravar una tran-
sacción económica, si todos los Estados siguieran un sistema 
tributario basado en los mismos criterios. No obstante, dichos 

conectores otorgan a dos o más Estados poderes concurrentes 
para cobrar impuestos sobre el mismo ingreso.

instituciones internacionales de derecho tributario3 han aunado 

- Formulación de principios generales que sean suscepti-
bles de adquirir el carácter de práctica uniforme internacional.

- Concertación de acuerdos bilaterales o multilaterales.
- Armonización de legislaciones.
En el marco de estos esfuerzos, los métodos que han sido 

formulados y adoptados por los países para corregir la doble 
imposición son:

1. Método de exención: El Estado de residencia del per-
ceptor de la renta renuncia a gravar las rentas obtenidas por sus 
contribuyentes en el Estado de la fuente.

2. Método de imputación: La renta percibida en el Estado 
de la fuente es incluida en la base imponible del perceptor para 
que sea objeto de gravamen por el Estado de residencia y de 
la cuota así obtenida se deducirá el impuesto satisfecho en el 
Estado de la fuente (imputación total) o el impuesto que co-
rrespondería satisfacer en el Estado de residencia si la renta se 
hubiera obtenido en el mismo (imputación parcial).

-
ción, utiliza el método de la imputación parcial (caso colom-
biano) y la tarifa del impuesto pagado en el exterior es más alta 
que la generada por dicha renta en el Estado de residencia, no 
se logra eliminar la doble tributación en su totalidad.

• Importancia de la suscripción de acuerdos para evitar 
la doble imposición

Con la suscripción de un acuerdo para evitar la doble impo-
sición, una renta obtenida por un residente será gravada única-
mente en el Estado de la residencia y, en caso de que se acepte 
la tributación compartida, la limitación de tarifa en el Estado 
de la fuente permite al inversionista solicitar en su país de resi-
dencia, el descuento total del impuesto que se ha pagado en el 
exterior, eliminándose así la doble tributación jurídica interna-
cional. Así mismo, los convenios establecen métodos adiciona-
les para evitar la doble imposición en cada uno de los Estados 
contratantes (v.gr. la exención).
3 La Organización para la Cooperación y el Desarrollo 

Económico (OCDE), la  
(IFA), la y el Instituto 
Latinoamericano de Derecho Tributario.

tiene la potestad tributaria sobre determinada renta o, en caso 
de tributación compartida, al limitar la retención en el país de 
la fuente, se proporciona estabilidad jurídica para los inversio-
nistas.

Otra de las ventajas que puede suponer la celebración de 
tratados para evitar la doble imposición, además de la dismi-
nución de la carga impositiva de un contribuyente que desee 
invertir en el extranjero, es el fortalecimiento de los lazos co-
merciales entre dos países, constituyendo un mecanismo esen-
cial que, acompañados de acuerdos comerciales de protección 
y promoción de inversiones (como por ejemplo tratados de 
libre comercio, tratados bilaterales de inversión, entre otros), 
consolidan, promueven y garantizan las relaciones comerciales 
internacionales. De ese modo, este tipo de tratados en conjunto 
con los demás instrumentos de derecho internacional citados 
consolidan los elementos de una política comercial internacio-
nal coherente que propicie la eliminación de las trabas al co-
mercio internacional, a la libertad de movimiento, a la libertad 
de establecimiento y a la libre competencia.4

Por otra parte, los convenios para evitar la doble imposi-
ción constituyen en la actualidad una herramienta fundamental 

cooperación entre las administraciones tributarias de los Esta-

las funciones de la Administración de Impuestos, a través de la 
cláusula de intercambio de información.

En este sentido, la necesidad del intercambio de informa-
ción de carácter tributario se amplía al plano internacional, y 
la posibilidad de obtener cooperación internacional constituye 
una gran oportunidad para el fortalecimiento de la actividad 

la realidad de las transacciones económicas.
-

lación de los precios entre vinculados económicos internacio-

( ) y subcapitalización5 entre otros, constituye 
un problema para las administraciones tributarias de todo el 
mundo. Al respecto, la asistencia mutua entre esas adminis-
traciones que brinde la posibilidad de contar con información 

-
mental para mitigar dicha situación.

En este contexto, resulta de particular importancia para Co-
lombia consolidar acuerdos internacionales que proporcionen 
reglas claras en función de evitar la doble tributación interna-

• Política gubernamental
-

ternacional hacia la suscripción de tratados para evitar la do-
ble imposición internacional como instrumento de atracción 
de inversión extranjera y desarrollo económico. Así las cosas, 
se pretende superar la limitada red de tratados internacionales 
impositivos, y reducir la desventaja comparativa con respecto 
4 McDaniel, P., “The Pursuit of National Tax Policies in 

a Globalized Environment: Principal Paper: Trade and 
Taxation” En Brooklyn Journal of International Law, 26, 
2001, p. 1621.

5

empresas vinculadas a través de un préstamo y no a través 
de aportes de capital. A través de la subcapitalización, 

mediante préstamos concedidos por entidades no 
residentes del grupo para, a través de los intereses, 

entidad a través de capitales propios cuya retribución no 
constituye un gasto deducible.
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a otros países de la región que cuentan con redes amplias y 
desarrolladas de convenios, como es el caso de Chile y Perú.

La política gubernamental pretende fortalecer la inversión 
extranjera especialmente de aquellas economías que represen-

-
paña, Suiza, Chile, Estados Unidos y Canadá, además de atraer 
la inversión de otras economías pertenecientes a grandes blo-
ques económicos como la Unión Europea, los países del lejano 
oriente y las economías emergentes de mayor potencial por su 
tamaño e impacto mundial.

En este contexto y con el ánimo de continuar desarrollando 
la política impulsada por el Gobierno, el Consejo Superior de 
Comercio Exterior propuso a través de un documento, de fe-
cha 27 de marzo de 2007, la agenda conjunta de negociación, 
tanto de los Acuerdos Internacionales de Inversión - AII (que 
hasta ahora ha venido desarrollándose bajo la coordinación 
del Ministerio de Comercio Industria y Turismo), como de los 
Acuerdos para evitar la Doble Tributación Internacional - ADT 
(que han Estado en cabeza del Ministerio de Hacienda y Cré-
dito Público, en coordinación con la Dirección de Impuestos y 
Aduanas Nacionales – DIAN).

Esta agenda promueve la negociación de estos dos instru-
mentos de manera coordinada, y de acuerdo con los intereses 
de Colombia, procurando que los países con los que se negocie 
sean aquellos donde se genere mayor inversión extranjera ha-
cia el país y que constituyan un mercado potencialmente inte-
resante para la exportación de capitales.

La agenda fue elaborada teniendo en cuenta, entre otros, 

la suscripción de acuerdos para evitar la doble tributación. De 
acuerdo con lo anterior y tomando como base la dinámica para 
el período 2000 – 2005, los países más importantes, y por tan-
to los que tenían prioridad, en ese momento para el gobierno 
colombiano, fueron el Reino Unido, Francia, Suiza, Canadá, 
Países Bajos, Alemania y Venezuela.

De acuerdo con el texto del documento, “uno de los prin-

-
do”. Para lo anterior, se determinó que una de las variables que 

per cápita.
Con base en este objetivo, el gobierno colombiano ha ve-

nido actualizando la agenda de negociación de acuerdo con el 
comportamiento y la dinámica de los diferentes mercados, y 
teniendo en cuenta ya no sólo la capacidad de un país para traer 
sus capitales a Colombia, sino también el tamaño de las dife-
rentes economías internas para la potencial inversión colom-
biana en el exterior.

II. JUSTIFICACIÓN Y ANÁLISIS CONSTITUCIO-
NAL E INTERNACIONAL

• Contexto económico de la República de Portugal
Portugal es una república con una economía de tamaño 

medio -similar en tamaño a la economía Colombiana- que en 
términos comparativos ostenta un poder adquisitivo importan-
te, en tanto su PIB per cápita es casi tres y media veces el co-
lombiano6. El Gobierno estima que la suscripción de un ADT 
con la República de Portugal, habida cuenta las limitaciones 
actuales, constituye un paso correcto en el camino hacia la 
eliminación de la barrera de la sobreimposición, concordante 
con el objetivo de promover la inversión y fundamental para la 
política de inserción y relevancia internacional de Colombia, 

hacia Portugal, como los movimientos de rentas, sugieren que 
mejores condiciones de mercado con esta Nación y con sus 
6 Banco Mundial (2010).

inversionistas podrían ser muy atractivos para el crecimiento 
de la economía Colombiana y viceversa.

El stock de inversión extranjera directa en Portugal es un 
33% mayor al stock de inversión extranjera directa en Colom-
bia, al tiempo que la inversión directa de portugueses en el ex-
terior casi triplica el stock de inversión directa de colombianos 
en el exterior7. Adicionalmente, las exportaciones de Colom-
bia hacia Portugal han creciendo durante los últimos 5 años un 
total de 14,56%8. Estos movimientos sugieren no sólo que el 
mercado portugués es relevante en el contexto internacional, 
sino que es además importante para Colombia y viceversa. En 
el año 2010, más de 23 mil millones de dólares salieron del 
territorio portugués hacia el resto del mundo por concepto de 
rentas, cifra que representa más del 10% del PIB de dicho país9 
e indica no sólo que las rentas internacionales son importantes 
en Portugal, sino que esta es una de las economías respecto de 
las cuales cobra más trascendencia la eliminación de la doble 
tributación. Si se tiene en cuenta que Portugal ha suscrito apro-
ximadamente unos 56 ADT10, la carencia de un instrumento 
similar con respecto a Colombia revela que los inversionistas 
Colombianos están con respecto a sus pares en 56 otros merca-
dos sujetos a competir en condiciones desfavorables, de modo 
que la suscripción de un ADT con Portugal es un paso reque-
rido.

Dentro de los documentos que soportan la elaboración de 
la agenda de negociación de Acuerdos de Promoción Recípro-
ca de Inversiones para el período 2011-2014, elaborada por el 
Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, y de acuerdo con 
la información estadística recogida por la Agencia Central de 
Inteligencia de los Estados Unidos en el 11 
y por el Banco Mundial12, a continuación se presentan una se-
rie de datos estadísticos relacionados con el comportamiento 
económico de la República de Portugal y que sirvieron de base 
para priorizar la negociación de un acuerdo para evitar la doble 
imposición con dicho país:

- PIB13: $245 mil millones de dólares americanos. De 
acuerdo con este indicador, la economía de la República de 
Portugal ocupa el lugar número 52 en el mundo, es un país 
catalogado de ingreso alto y representa la mitad del PIB de Co-
lombia, lo que comprueba que es un gran mercado potencial 
para los inversionistas colombianos.

- La República de Portugal cuenta con un mercado de 10,7 
millones de personas, con un ingreso per cápita de $23.000 
dólares americanos, el cual representa más del doble del de 
Colombia (USD10.700), y una población de 18% que se en-
cuentra por debajo de la línea de pobreza.

- La cuenta corriente de Portugal se encuentra desbalancea-
da en 6 mil millones de dólares, con unas importaciones totales 
de 67,03 mil millones de dólares principalmente en produc-
tos agrícolas, productos químicos, vehículos, computadores y 
accesorios, productos derivados del petróleo, metales básicos, 
productos alimenticios y textiles. Sus importaciones provienen 
7 Centro de Comercio Internacional (2010).
8 DANE (2011).
9 Banco Mundial (2010).
10
11 www.cia.gov/library/publications/the-world-

factbook/. Estas cifras están actualizadas a marzo 15 
de 2013.

12 Las cifras del Banco Mundial están actualizadas a 
diciembre de 2011.

13 El PIB de una nación es la suma de valor de todos los 
bienes y servicios producidos en el país valuados a los 
precios que prevalecen en los Estados Unidos. Esta es 

emplear cuando estudian el bienestar per cápita y cuando 
comparan las condiciones de vida o el uso de los recursos 
en varios países.



Página 22 Martes, 9 de abril de 2013 GACETA DEL CONGRESO  194

principalmente de España 31,8%, Alemania 12,4%, Francia 
6,9%, Italia 5,4% y los Países Bajos 4,8% (2011).

- El total del recaudo impositivo de la República de Portu-
gal se eleva a USD 94,67 mil millones, lo que corresponde al 
44,9% de su Producto Interno Bruto PIB.

- La República de Portugal cuenta con una red de 57 tra-
-

mados. Esto se puede traducir en que inversionistas de otros 
57 países cuentan con condiciones más favorables para inver-
tir en Portugal, y que si Colombia no suscribe y aprueba un 
tratado para aliviar la carga generada por la doble tributación, 
difícilmente va a poder lograr que sus inversionistas compitan 
en condiciones favorables en territorio portugués.

- La inversión extranjera directa (salida) USD. 64,25 miles 
de millones, posicionándose en el puesto número 32 en el mun-
do. A su vez, Portugal tiene un stock a diciembre del año 2012 
de 128,2 miles de millones de dólares de inversión extranjera 
directa entrante, el cual lo sitúa como el país receptor de inver-
sión extranjera N° 31 en el mundo.

- Colombia ya ha suscrito un Tratado de Libre Comercio 
con la Unión Europea, el cual fue aprobado por el Parlamento 

de un acuerdo para evitar la doble imposición con uno de los 
integrantes de este bloque económico y político no solo cons-
tituye un paso lógico, sino que hace parte de una política de 
gobierno coherente con nuestro segundo socio comercial.

III. CONTENIDO DEL PROYECTO
Acuerdo entre la República de Portugal y la República 

de Colombia para evitar la doble imposición y prevenir la 
-

bre el patrimonio.
La Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, par-

tiendo del Modelo propuesto por la Organización para la Coo-
peración y el Desarrollo Económicos (OCDE), elaboró una 
propuesta ajustada a las condiciones y al sistema tributario del 
país, por lo cual, el Convenio con Portugal se discutió y acordó 
a partir de tales consideraciones.

El modelo propuesto por la OCDE ha tenido una gran in-

-
nocen como Convenios o Modelos dinámicos, al permitir su 

a los continuos procesos de globalización y liberación de las 
economías mundiales.

Vale la pena resaltar que la propuesta de Colombia nece-
-

ponder adecuadamente a los intereses y al sistema tributario 
colombiano.

El Convenio mantiene el poder de imposición de los Es-
tados en cuanto al derecho a gravar toda actividad económica 
que se realice en su territorio, aunque con algunas excepciones 
como se verá más adelante.

La primera parte del Acuerdo de Doble Tributación (en 
adelante ADT) contempla el ámbito de aplicación que delimi-
ta, tanto los impuestos comprendidos14, como las personas a 
quienes se aplica, relaciona expresamente los impuestos sobre 

expresiones para efectos de su aplicación.
-

zados frecuentemente en el ADT tales como “un Estado con-
tratante”, “autoridad competente”, “el otro Estado contratan-

14 En el caso de Colombia, el ADT se aplica al impuesto 
sobre la renta y complementarios. En el caso de Corea, 
los impuestos que el convenio cobija son el impuesto 
sobre la renta, el impuesto a las sociedades y el impuesto 
especial para el desarrollo rural.

“autoridad competente”, “nacional” “residente” y “negocio”. 
Adicionalmente se aclara que todo término o expresión no de-

le atribuya la legislación de ese Estado, relativa a los impuestos 
que son objeto del convenio.

De igual manera, contiene un artículo especial en el que se 
-

tos que surjan entre los Estados contratantes en relación con 
dicho término.

-
to permanente”, de particular importancia en el ámbito de los 
convenios, toda vez que delimita el poder de imposición de un 
Estado cuando en el mismo se realizan actividades empresaria-
les permanentes por un residente del otro Estado contratante.

La parte principal comprende los artículos 6° al 22, en los 
-

dos contratantes en relación con los impuestos sobre la renta y 
el patrimonio, estableciendo una regla para cada tipo de renta, 
dentro de las cuales se destacan las siguientes:

- Rentas de bienes inmuebles (artículo 6°): Por su estrecho 
vínculo con la economía de un país, se pueden gravar sin res-
tricción por el Estado contratante en donde se encuentra ubica-
do el inmueble, lo que no impide que el Estado de residencia 
del perceptor de estas rentas pueda someterlas a gravamen.

- Utilidades empresariales (artículo 7°): Son gravadas por 
el país de residencia de la persona que ejerce dicha actividad 
empresarial, excepto cuando lo haga por medio de un estableci-
miento permanente situado en el otro Estado contratante, caso 
en el cual dicho Estado podrá gravarlas.

- Transporte marítimo y aéreo (artículo 8°): Permite gravar 
las rentas del transporte internacional, únicamente al país de 
residencia de la empresa que ejerza la actividad de transporte.

- Empresas asociadas (artículo 9°): El contenido de este ar-
tículo permite la aplicación de las normas de precios de transfe-

-
na los casos en los que existe vinculación e impone el principio 
de “ ” o de plena competencia15.

- Dividendos (artículo 10): Establece una regla de tributa-
ción compartida según la cual, los dividendos obtenidos por 
un residente de un Estado contratante originados en una socie-
dad residente del otro Estado contratante, serán gravados por 
el Estado de residencia de dicha sociedad, pero con una tarifa 
limitada al 10%. En estos eventos, el Estado de residencia del 

Es pertinente resaltar que en los casos en que por efectos de 
la legislación interna colombiana la utilidad no resulte gravada 
en cabeza de la sociedad, en el protocolo de dicho artículo se 
previó la posibilidad de gravar el dividendo a una tarifa su-
perior a la contenida en el artículo con el objeto de lograr la 
debida reciprocidad.

- Intereses (artículo 11): al igual que en el caso de los divi-
dendos, los intereses pueden ser gravados por el Estado de la 
fuente, con un límite en la retención (10%).

- Regalías16 (artículo 12): La tributación de las regalías es 
compartida entre el Estado de la residencia y el Estado de la 
fuente, limitando la imposición en este último Estado a un 10% 
sobre su valor.

- Ganancias de capital (artículo 13): Incluye diferentes re-
glas dependiendo del tipo de bien enajenado:
15 De acuerdo con este principio, las transacciones que 

se realicen entre empresas vinculadas deben tener 
las mismas condiciones existentes en transacciones 
similares, o comparables, realizadas entre empresas 
independientes. 

16
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i) Las derivadas de bienes inmuebles son gravadas sin limi-
tación por cada uno de los Estados contratantes.

ii) Con relación a las provenientes de enajenación de ac-
ciones, el Estado de la fuente (Estado en el que se encuentra 
domiciliada la sociedad emisora de las acciones) puede gravar 
las ganancias siempre y cuando el enajenante de las acciones 
posea por lo menos el 25% del capital de esa sociedad.

iii) Las ganancias provenientes de la enajenación de buques 
-

clusivamente en el lugar de residencia del enajenante.
- Rentas del trabajo dependiente (artículo 14) se gravan en 

empleado no permanezca en el otro Estado contratante por un 
período o períodos cuya duración no exceda en conjunto de 
183 días, en cualquier período de doce meses que comience o 

Conviene destacar que el artículo 26, que corresponde a 
normas antiabuso, sirve de instrumento en materia de lucha 

-

en tales conductas. Esta disposición resulta importante para el 

Tributaria.
Adicionalmente se incluye una cláusula de intercambio de 

información que resulta de vital importancia para las adminis-
traciones tributarias en su lucha para prevenir e impedir la eva-

Se pactó una cláusula de no discriminación (artículo 23) 
que garantiza igual tratamiento para los residentes de un Estado 
con respecto a los residentes del otro Estado contratante. De 
esta manera se protege tanto a extranjeros como a colombia-
nos a nivel de inversión y en el comercio de bienes y servicios 
transfronterizos.

Teniendo en cuenta el nuevo escenario económico mun-
dial, es de vital importancia avanzar en la adecuación del 

atractivo a la inversión extranjera y al comercio internacio-
nal. De esta manera, se hace necesaria la implementación por 
parte del gobierno colombiano, de instrumentos internacio-
nales que permitan otorgar un ambiente de seguridad jurídica 
y económica a los inversionistas, y que fortalezcan el control 

-
sacciones internacionales.

Así las cosas, el país debe procurar la disminución de las 
barreras comerciales avanzando en la consolidación de acuer-
dos internacionales que establezcan reglas claras encaminadas 
a evitar la doble tributación internacional.

Bajo estas consideraciones, me permito rendir ponencia 
favorable al proyecto de ley en los términos de la siguiente pro-
posición:

IV. PROPOSICIÓN
Por lo anteriormente expuesto y con base en lo dispuesto 

por la Constitución Política y la ley, me permito proponer a los 
honorables Senadores, dar primer debate al Proyecto de ley 
número 156 de 2012 Senado,

suscritos en Bogotá, D. C., el 30 de agosto de 
2010, y el canje de notas entre la República Portuguesa y la 
República de Colombia por medio del cual se corrigen impre-
cisiones en la traducción en las versiones en español, inglés 
y portugués del 

, en los términos presentados en el texto originalmente 
radicado.

De los honorables Senadores,

Senador de la República.
TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE  
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 156 DE 2012  

SENADO
-

-

-

El Congreso de la República
Visto el texto del Convenio entre la República Portugue-

sa y la República de Colombia para evitar la doble imposición 

la renta” y su “Protocolo” suscritos en Bogotá, D.C., el 30 
de agosto de 2010, y el canje de notas entre la República 
Portuguesa y la República de Colombia por medio del cual 
se corrigen imprecisiones en la traducción en las versiones 
en español, inglés y portugués del “Convenio entre la Repú-
blica Portuguesa y la República de Colombia para evitar la 

al impuesto sobre la renta”.
DECRETA:

Artículo 1°. Apruébase el 

-
suscritos en Bogotá, 

D.C., el 30 de agosto de 2010, y el canje de notas entre la Re-
pública Portuguesa y la República de Colombia por medio del 
cual se corrigen imprecisiones en la traducción en las versiones 
en español, inglés y portugués del -

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el artícu-
lo 1° de la Ley 7ª de 1944, el 

-
suscritos en Bogotá, 

D. C., el 30 de agosto de 2010, y el canje de notas entre la 
República Portuguesa y la República de Colombia por medio 
del cual se corrigen imprecisiones en la traducción en las ver-
siones en español, inglés y portugués del 

-
que por el artículo 1° de esta 

ley se aprueban, obligarán al país a partir de la fecha en que se 
perfeccione el vínculo internacional respecto de los mismos.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su 
publicación.

De los honorables Senadores.

Senador de la República.
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